INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CODIGO CIVIL EN MATERIA DE REGIMEN PATRIMONIAL DEL MATRIMONIO Y OTROS CUERPOS LEGALES QUE INDICA
Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informaros sobre el proyecto de ley de la referencia, que cumple en esta Corporación su segundo trámite constitucional, y corresponde a una iniciativa de S.E. el Presidente de la República.

Concurrieron a algunas de las sesiones en que la Comisión debatió esta iniciativa de ley el H. Senador señor Eugenio Cantuarias Larrondo y el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda. Fue invitado el abogado y ex‑profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile, don Eugenio Velasco Letelier, y se contó con la permanente colaboración de la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Soledad Alvear Valenzuela, y los abogados asesores de ese Servicio, doña Amira Esquivel Utreras, Coordinadora de la Comisión de Derecho Civil, y don Carlos Peña González, Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile y de la Universidad Diego Portales.

La Comisión solicitó además su opinión sobre este proyecto de ley al profesor de Derecho Civil de la Pontificia Universidad Católica de Chile, don José María Eyzaguirre García de la Huerta.

ANTECEDENTES

Por su directa vinculación con esta iniciativa, es útil tener en cuenta las normas de Derecho Internacional y de legislación extranjera, así como las opiniones doctrinarias nacionales que a continuación se reseñan:

1.‑ La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas él 18 de diciembre de 1979.

Dicha Convención fue promulgada en nuestro país por decreto supremo Nº 789, de Relaciones Exteriores, de 1989, y se publicó en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1.989

El artículo 15 de la Convención, en su acápite 2, dispone que los Estados partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales.

Por su parte, el artículo 16, acápite 1, establece que los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:

“c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución;"

"d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;"

“f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;

"h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. "

Los artículos 23 y 24, por su parte, advierten que nada de lo dispuesto en la Convención afectará a disposición alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de la legislación de un Estado parte, o de cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado; y consagran el compromiso de los Estados partes de adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la Convención.

2.‑ El Código Civil español.

Después de la reforma en materia de filiación, patria potestad y régimen económico del matrimonio, que le introdujo el artículo tercero de la ley Nº 11/ 1981, publicada en el Boletín Oficial del Estado de 19 de mayo de 1981, cabe destacar las siguientes disposiciones del Título III de su Libro IV, denominado “Del régimen económico matrimonial".

El artículo 1320 del referido cuerpo legal, ubicado dentro del Capítulo Primero “Disposiciones Generales”, establece que "para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso ordinario de la familia, aunque tales derechos pertenezcan a uno sólo de los cónyuges, se requerirá el consentimiento de ambos o, en su caso, autorización judicial". Añade que la manifestación errónea o falsa del disponente sobre el carácter de la vivienda no perjudicará al adquirente de buena fe.

El Capítulo V del mencionado código, titulado "Del régimen de Participación", está integrado por los artículos 1411 a 1434.

Entre esas disposiciones, se indica que en el régimen de participación cada uno de los cónyuges adquiere el derecho a participar en las ganancias obtenidas por su consorte durante el tiempo en que dicho régimen haya estado vigente.

A cada cónyuge le corresponde la administración, el disfrute y la libre disposición tanto de los bienes que le pertenecían en el momento de contraer matrimonio como de los que pueda adquirir después por cualquier título.

Cuando la diferencia entre los patrimonios final e inicial de uno y otro cónyuge arroje resultado positivo, el cónyuge cuyo patrimonio haya experimentado menor incremento percibirá la mitad de la diferencia entre su propio incremento y el del otro cónyuge. Si únicamente uno de los patrimonios arroja resultado positivo, el derecho de la participación consistirá, para el cónyuge no titular de dicho patrimonio, en la mitad de aquel incremento.

El crédito de participación deberá ser satisfecho en dinero. Si mediaren dificultades graves para el pago inmediato el juez podrá conceder aplazamiento, siempre que no exceda de tres años y que la deuda y sus intereses legales queden suficientemente garantizados. Podrá pagarse mediante la adjudicación de bienes concretos, por acuerdo de los interesados o si lo concediese el juez a petición fundada del deudor.

3.‑ El número especial de 1991 de la publicación "Temas de Derecho" de la Universidad Gabriela Mistral recoge una "Proposición de Reforma del Código Civil en lo relativo al estatuto de la mujer”, de la que son autoras la profesoras señoras Solange Doyharcabal y Claudia Schmidt, quienes se basaron en un proyecto anterior, publicado en "Temas de Derecho" Nº 2, de 1987, que elaboraron con la participación, además, de los profesores señores César Parada y Francisco Merino.

En lo que respecta específicamente al régimen económico del matrimonio, se propone el establecimiento de la participación en los gananciales, entendida como una fórmula ecléctica entre los sistemas comunitarios y los de separación de bienes. Los cónyuges se encuentran en pie de igualdad y son plenamente capaces, pues este sistema se basa en dos principios inseparables, cuales son, la "comunidad de intereses" que implica la vida matrimonial y el respeto de la "personalidad individual" de cada cónyuge

Durante la vigencia de este régimen se distinguen únicamente dos patrimonios: el del marido y el de la mujer. En el patrimonio de cada cónyuge se encuentran todos sus bienes, sin distinguir si han sido adquiridos a título oneroso o a título gratuito, si se trata de bienes muebles o inmuebles, si fueron aportados por uno de los cónyuges o adquiridos durante el matrimonio.

Este régimen durante el matrimonio funciona como un sistema de separación de bienes, pues cada cónyuge administra, goza y dispone de los suyos, pero se liquida como un régimen de comunidad de bienes. Por esta razón, se establecen limitaciones respecto de aquellos bienes que formarán la futura comunidad, que sólo nacerá para ser liquidada. La comunidad se forma, en general, con los bienes que los cónyuges adquirieron durante el matrimonio a título oneroso (ganancias) y se divide entre los cónyuges o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del cónyuge difunto, por mitades.

4.‑ El libro "Familia y personas”editado por la Editorial Jurídica de Chile en 1991, bajo la coordinación del Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile don Enrique Barros, reúne las ponencias relacionadas con esas materias que se presentaron en las Primeras Jornadas de Derecho Civil, efectuadas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile los días 17, 18 y 19 de agosto de 1989. Dos de dichas ponencias se relacionan directamente con la materia en estudio.

En el primero de tales trabajos "Hacia un nuevo régimen de bienes en el matrimonio" (págs. 51 a 64), el Profesor don Pablo Rodríguez plantea la necesidad de que ese nuevo régimen se apoye en cuatro principios básicos:

a) Reconocer a ambos cónyuges plena capacidad civil durante el matrimonio, eliminando todas las restricciones impuestas sobre el particular. Paralelamente, prohibir todo contrato, salvo el mandato, entre el marido y la mujer.

b) Establecer un régimen, de bienes único en el matrimonio, de aplicación general y sin excepciones de carácter convencional, el que se originaría por el solo hecho del matrimonio.

e) Mantener incólume. el patrimonio de cada cónyuge con ocasión del matrimonio, que seguiría siendo administrado por separado.

d) Consagrar una comunidad forzosa entre los cónyuges sobre el hogar familiar común.

El sistema que expone, a su juicio, debería complementarse con tres reformas indispensables: en cuanto a deberes de los cónyuges sobre los gastos de crianza, educación, establecimiento y mantención de los hijos comunes; respecto de la continuidad del hogar familiar común en caso de divorcio vincular, y sobre derechos sucesorios, para mejorar la situación hereditaria del cónyuge sobreviviente en la sucesión del cónyuge premuerto.

El Profesor señor Enrique Barros, en la segunda de las aludidas ponencias, denominada “Proyecto para introducir en Chile la participación en los gananciales como régimen de bienes normal del matrimonio" (págs. 119 a 144), parte del supuesto de que la familia chilena contemporánea, en todos los grupos sociales, estima razonable que cada uno de los cónyuges trabaje, aunque la responsabilidad prevaleciente siga radicando en el marido; que la mujer y el marido administren lo que respectivamente produzcan, sin perjuicio de que contribuyan a la mantención del hogar en proporción a sus ingresos; que entre marido y mujer, a pesar de la administración, separada debe existir una comunidad de intereses, de modo que ambos participen por igual de lo que uno y otro obtengan con su trabajo; que ciertos bienes que conforman el patrimonio familiar por excelencia, la casa y su mobiliario, deben estar sujetos a formas jurídicas que aseguren su rango de propiedad familiar, por mucho que pertenezcan legalmente a uno de los cónyuges.

Asegura que si las premisas anteriores son esencialmente correctas, el régimen de bienes del matrimonio que mejor se adecua a las expectativas de los cónyuges es el denominado de "participación en los gananciales". Sus características son, precisamente, la existencia de patrimonios separados del marido y de la mujer, que cada cual administra por sí mismo; la contribución a la vida común en proporción a sus respectivos patrimonios y la participación por igual en los aumentos patrimoniales obtenidos durante el matrimonio. Todo ello puede estar sujeto, además, a reglas especiales para garantizar la propiedad familiar de ciertos bienes, tanto durante el matrimonio como luego de su disolución por muerte u otra razón.

Postula, a diferencia del proyecto de la Universidad Gabriela Mistral, que al término del régimen de bienes no nazca una comunidad de bienes gananciales, sino sólo un crédito de participación. Sostiene que es preferible esta opción, porque es más simple, ya que permite que incluso una vez terminado el régimen los patrimonios de ambos cónyuges se mantengan separados, de modo que sólo se genera un crédito de un cónyuge o de sus herederos respecto del otro y se evitan los problemas de administración. y división de patrimonio propios de toda comunidad. Además, cautela mejor las relaciones con terceros, quienes han contratado en consideración al patrimonio de cada uno de los cónyuges y no al patrimonio conjunto que puede llegar a producirse si el régimen de bienes del deudor termina antes que esos terceros lleguen a cobrar sus créditos; por lo mismo, se establece una regla general de protección de terceros, cuyos créditos en relación a uno de los cónyuges prefieren respecto de los créditos por gananciales.

Estima un paso decisivo hacia la protección del cónyuge no propietario la calificación de un grupo especial de bienes como "bienes familiares”, noción que se aplica indistintamente a todos los matrimonios, cualquiera sea el régimen patrimonial por el que hayan optado. Esta institución constituye una fuerte restricción al principio de libre ordenación por los cónyuges de su régimen de bienes, pero se explica como un camino para dar una forma jurídica más fuerte a la comunidad de vida mínima que envuelve el matrimonio. Es una garantía para el cónyuge que tenga el cuidado de los hijos, en casos de separación de hecho o de disolución del matrimonio, y para el cónyuge sobreviviente, en caso de muerte.

5.‑ El informe evacuado por el Profesor don José A. Galván, Consultor del Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso, sobre el proyecto de ley acompañado al mensaje Presidencial, afirma que el régimen de participación en los gananciales es el más adecuado, para cumplir con la norma constitucional que establece la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer.

Disiente en un aspecto de la iniciativa, en la medida que piensa que un régimen de participación en los gananciales en especie, o de comunidad diferida, en cuanto establece importantes restricciones a la facultad de disposición sobre determinados bienes asegura en mejor forma que uno de participación en valor el futuro crédito de participación.

DISCUSION GENERAL

El proyecto de ley enviado por el Supremo Gobierno, originalmente, buscó introducir en el Código Civil el régimen de participación en los gananciales en sustitución del régimen de sociedad conyugal, como régimen normal.


Esa iniciativa ‑según reconoció S.E. el Presidente de la República en la indicación sustitutiva que presentó con posterioridad‑ no contó con la adhe​sión de las mayorías constitucionalmente requeridas. Así, entonces, y con​cientes de que en democracia lo que estimamos deseable sólo es posible si concita los acuerdos necesarios ‑agregó‑, la sustituyó por otra que, en vez de establecer la participación como régimen supletorio, la instituye nada más como un régimen al que, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y en tu​tela de sus propios intereses, los cónyuges podrán acceder. Declaró que espe​raba, de esa manera, conciliar las dos opiniones que es posible advertir: por una parte, la de quienes piensan que no es necesario introducir reforma algu​na al régimen matrimonio en actual vigencia y, por otra, la de quienes esti​man que es necesario sustituirlo íntegramente. Al introducirse el régimen de participación como supletorio, ni se deja incólume la actual situación, ni tam​poco se la muda por completo. Serán los sujetos de derecho quienes, en el ac​to de contraer matrimonio o durante la vigencia del mismo, decidirán, en ejercicio de su autonomía, a cual de ellos se pliegan. Los intereses de los terceros que con ellos contraten quedarán, en todo caso, a salvo.

Bajo ese criterio se aprobó, en el primer trámite constitucional, el proyecto de ley de que conoce actualmente esta Corporación.

Las dos ideas fundamentales que la inspiran, en el orden civil, consisten en el aludido establecimiento del régimen de participación en los gananciales, y la instauración de los bienes familiares, como un mecanismo aplicable cualquiera sea el régimen patrimonial del matrimonio.

1.‑ Régimen de participación en los gananciales.

Explica el Mensaje Presidencial que, básicamente, el régimen de participación en los gananciales se caracteriza por la existencia de dos patrimonios distintos, el del marido y el de la mujer, los que son administrados en forma autónoma por cada cónyuge. Al terminar el régimen de bienes, se compensan los gananciales generados durante la vigencia del régimen, de modo que el cónyuge que haya obtenido menos gananciales (caso que podría darse en nuestra sociedad respecto de la mujer que se dedica exclusivamente al hogar), tiene derecho a participar en los gananciales producidos por el otro cónyuge. El principio es que el total de los gananciales obtenidos, durante el matrimonio se distribuya por partes iguales entre marido y mujer.

Destaca que el régimen de participación en los gananciales tiene, entre otras, las siguientes ventajas:

‑ Su simplicidad, pues durante su vigencia cada cónyuge administra libremente su respectivo patrimonio, exigiéndose autorización recíproca sólo respecto de ciertos actos que afectan el patrimonio familiar básico.

‑ Protege adecuadamente a. los terceros porque pueden tener completa certeza acerca del patrimonio comprometido por el cónyuge que contrata con ellos.

‑ Recoge cabalmente el principio de igualdad ante la ley consagrado en la Constitución Política. En consecuencia, no implica sólo un cambio normativo sino que también refleja el cambio social efectivo en el orden familiar.

-
  Expresa adecuadamente la comunidad de vida e interés que constituye el niatrimonio. Así, hace recíprocos los deberesde socorro y ayuda mutua y, reconoce la contribución a la economía familiar del cónyuge que se queda en el hogar. Al terminar el régimen de bienes', los cónyuges, prescindiendo de cual ha sido la contribución efectiva al aumento del patrimonio familiar, participan por iguales partes en los gananciales.

A continuación, admite que el régimen de participación en los gananciales conoce dos variantes en el derecho comparado. Una primera alternativa establece que, al finalizar el régimen de bienes, se forma entre los cónyuges o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del fallecido, una comunidad de bienes, que comprende los bienes gananciales. La otra alternativa, establecida por los códigos alemán y francés, dispone que al finalizar el régimen de participación en los gananciales, los patrimonios de los cónyuges permanecen separados, no se forma comunidad, produciéndose un crédito a favor del cónyuge cuyos gananciales sean menores. Para tal efecto, se compara el valor del patrimonio inicial de cada cónyuge con su patrimonio final, de modo que la diferencia sea el valor de los gananciales. En el cálculo se excluyen los bienes adquiridos a título gratuito durante el matrimonio. El total de los gananciales obtenidos por ambos cónyuges, se suma y luego se divide por dos. El cónyuge que haya obtenido más gananciales debe compensar al otro hasta llegar al valor que resulta de la división.

Termina declarando que el proyecto opta, por el genuino régimen de participación en los gananciales, en que, al término del régimen, no nace una comunidad de bienes gananciales sino solamente un crédito de participación. Se eliminan, así, los costos siempre gravosos de la partición y no se perjudica, en modo alguno, la situación crediticia de los terceros que sean acreedores de cualesquiera de los cónyuges. La modalidad crediticia que el proyecto asume, asegura que ‑la comunidad de intereses que el matrimonio supone, no obstaculice el crédito que las necesidades crecientes de la familia requieren.

2.‑ Bienes familiares.
Manifiesta S.E. el Presidente de la República en su indicación sustitutiva que, en este proyecto de ley, una reforma de la máxima importancia se introduce por, modo heterónomo ‑esto es, con prescindencia de la voluntad de los cónyuges‑ al régimen matrimonial, s6a cual fuere el que en la actualidad o en el futuro entre ellos rija. Se trata de la institución del "patrimonio familiar". Consiste éste en que el inmueble que sirva de residencia principal de la familia y los muebles que lo guarnecen, y que sea propiedad de cualesquiera de los cónyuges, se sustrae al estatuto jurídico de derecho común y a las peculiaridades del régimen matrimonial, para, en cambio de todo ello, quedar sujeto a un estatuto único e imperativo: la administración conjunta de los cónyuges. Un sistema de sanciones y de obligaciones restitutorias que recoge lo más eficaz del derecho común, evitará que se rehuya ese estatuto.

Ya había señalado, en el Mensaje original, que los bienes familiares no se pueden enajenar o gravar sino con el consentimiento de ambos cónyuges. Lo mismo rige para la celebración de contratos que concedan derechos personales de uso o de goce sobre algún bien familiar.

La afectación de un bien en calidad de bien familiar se encuentra sometida a diversos requisitos y formalidades.

El proyecto otorga a los bienes familiares el beneficio de excusión, con la finalidad de que cualquiera de los cónyuges pueda exigir que el acreedor reciba su crédito, previamente, en otros bienes del deudor.

Con la finalidad de proteger el crédito de gananciales, el proyecto establece su inclusión entre los de la cuarta clase que regula el artículo 2.481 del Código Civil; pero los créditos contra un cónyuge, cuya causa sea anterior al término del régimen de bienes, preferirán al crédito de participación en los gananciales.

La síntesis de estos dos objetivos básicos de la iniciativa la efectúa el Jefe del Estado señalando que ella regula el régimen de participación en su modalidad crediticia al que, si lo estiman conveniente, los cónyuges, en ejercicio de su autonomía, podrán acceder. Además, y con prescindencia de aquella voluntad, impone a los cónyuges, por modo imperativo, el estatuto del "patrimonio familiar". Así, fuere cual fuere el régimen que entre los cónyuges medie, habrá un ámbito patrimonial en que se expresará, en protección de la familia, la comunidad de vida y de intereses que significa el matrimonio.

En la forma precedentemente expuesta, considera que se satisfarán, a la vez, dos objetivos que suele ser difícil conciliar: la maximización de la autonomía de las personas, expresada en la posibilidad de elegir entre tres regímenes distintos ‑sociedad conyugal, separación total de bienes o participación en los gananciales‑, y la protección de la familia, expresada en la existencia del patrimonio familiar.

La señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer expresó que el proyecto pretende adecuar nuestro sistema legal a la garantía constitucional de igualdad ante la ley y a los tratados internacionales suscritos por Chile contra la discriminación de la mujer.

Agregó que es evidente la discriminación que hace el Código Civil, que mantiene situaciones de inequidad, especialmente en el régimen patrimonial del matrimonio. Sin embargo, en el primer trámite constitucional no fue po​sible establecer el régimen de participación en los gananciales en reemplazo de la sociedad conyugal, sino que la H. Cámara de Diputados lo aprobó como sistema alternativo. 
1

La participación en los gananciales consagra el respeto a la individualidad, manteniendo a la vez una comunidad de intereses, por cuanto si bien hay dos patrimonios que se administran separadamente, se compensan los gananciales al termino del régimen. Es un sistema muy simple en su administración, y protege a los terceros por cuanto éstos conocen con certeza el patrimonio comprometido, atendido que ambos cónyuges son plenamente capaces durante la vigencia del régimen. Tiene las ventajas de la separación de bienes, por la capacidad plena de ambos cónyuges, y de la sociedad conyugal, en cuanto la mujer no se ve desmedrada, sino que se reconoce su contribución a la economía familiar, porque al término del régimen se igualan los gananciales, lo que se hace a título de participación crediticia, con lo cual se eliminan los costos de la participación.

El proyecto establece además, como segundo objetivo, un patrimonio familiar en todos los regímenes patrimoniales, que comprende la casa habitación, siempre que pertenezca a cualquiera de los cónyuges, y los bienes muebles que la guarnecen. Estos bienes quedan en una situación especial, que obliga a contar con el consentimiento de ambos cónyuges para enajenarlos o gravarlos.

Un tercer aspecto consiste en tratar de igualar a los cónyuges en los derechos y obligaciones personales derivados del matrimonio. En cuanto a la infracción al deber de fidelidad, recordó que el Ejecutivo propuso igualar las penas para ambos cónyuges por el delito de adulterio, y que en la H. Cámara dé Diputados, sin embargo, se optó por despenalizarlo. Asimismo, se equipara a ambos cónyuges en el deber de socorro a la familia y en el deber de cohabitación.

El abogado señor Eugenio Velasco Letelier entregó su parecer ante el proyecto en comento, señalando que, en su opinión, hay dos aspectos que es necesario considerar.

El primero consiste en la introducción en Chile, como régimen alternativo, de uno nuevo que es el de participación en los gananciales. Hizo saber que la proposición contenida en esta iniciativa es similar al proyecto que fue elaborado el año 1968 por una comisión que le correspondió presidir, el cual se aprobó por la Cámara de Diputados y posteriormente, cuando estaba en el Senado, fue retirado por el Ejecutivo.

El sistema de participación en los gananciales en su modalidad crediticia, contemplado en este proyecto, está de acuerdo con las legislaciones que imperan en muchos países de Europa. De las distintas posibilidades, se ha escogido la menos complicada en su aplicación, y, en su conjunto, el proyecto está bien concebido.

Manifestó su discrepancia con la decisión de la H. Cámara de Diputados de modificar el proyecto, dejando el régimen de participación en los gananciales como alternativo al de sociedad conyugal, y no sustitutivo de éste, el que se mantiene igual. En la práctica ‑estimó‑ este cambio frustrará el objetivo del proyecto, porque la experiencia a nivel de legislación comparada en materia de regímenes alternativos demuestra que la generalidad de las personas, al desconocer las particularidades de los distintos sistemas, opta por el régimen legal ordinario.

En su opinión, el régimen de sociedad conyugal, después de las reformas de 1989, quedó peor que antes, porque hubo sólo una mejoría formal, consistente en eliminar las referencias expresas a la incapacidad de la mujer, pero no se transformó el fondo del sistema, y, en la práctica, la mujer sigue siendo incapaz, y el marido continúa siendo el administrador de la sociedad conyugal. La mujer sólo es plenamente capaz en la separación total de bienes ‑que no le es conveniente‑ y en la administración extraordinaria de la sociedad conyugal. No es bueno, y la experiencia lo demuestra, hacer mezcla de sistemas que son incompatibles. Por esencia el régimen de sociedad requiere tener un administrador, ya que en caso contrario se producen interferencias y, entonces, pretender darle capacidad a la mujer dentro de este sistema produce distorsiones.

Destacó que, por el contrario, el régimen de participación en los gananciales permite que ambos cónyuges mantengan su capacidad administrando cada uno su patrimonio, y no tiene el inconveniente de la separación de bienes, ‑que puede resultar muy injusta‑, porque al término del régimen el cónyuge que tenga más dinero deberá compartir con el otro el exceso por sobre lo que éste haya obtenido.

Por esa mayor conveniencia para ambos cónyuges, deploró que, al no establecerse como sistema legal, será en definitiva un pequeño porcentaje de contrayentes el que acceda a este régimen.

En cuanto al otro aspecto propiamente civil de la iniciativa, cual es el establecimiento de los bienes familiares, le pareció que constituirá un importante progreso, ya que en nuestra realidad hay gran diferencia económica entre el marido y la mujer, y esta es una forma de proteger efectivamente a la mujer, porque en la sociedad conyugal existen diversas maneras de arriesgar los bienes raíces y contraer deudas que terminan afectando a la familia.

Concluyó afirmando que la comunidad de vida entre los cónyuges puede expresarse de distintas maneras, y no necesariamente por medio de la sociedad conyugal. A su juicio, son temerarias las críticas en el sentido de que la participación en los gananciales generaría una competencia entre marido y mujer o se prestaría para fraudes, ya que, al compensarse los gananciales al término del régimen, no hay perjuicio para alguno, y, en cuanto a la posibilidad de fraudes, ella existe en todos los regímenes.

El Profesor de Derecho Civil don José María Eyzaguirre García de la Huerta hizo presente que, en lo personal, no es partidario del régimen de participación en los gananciales como régimen patrimonial del matrimonio.

Sostuvo que el régimen de participación en los gananciales no se aviene con la naturaleza del matrimonio, que crea una comunidad de vida de carácter absoluto, comprensiva no sólo de las personas de los cónyuges sino también de la totalidad de sus patrimonios.

Por otro lado, resulta abiertamente injusto para la mujer que decide no ejercer un trabajo remunerado y dedicarse preferentemente al cuidado de la Familia o que sólo ejerce trabajos ocasionales, toda vez qué, al momento de la comparación entre los dos patrimonios finales, aparecerá como que nada ha aportado y, cuando se plantee un conflicto durante el matrimonio, el marido podrá sostener que su remuneración y todo lo que con ella ha adquirido le pertenece en forma exclusiva.

Se presta también para operaciones fraudulentas en perjuicio del otro cónyuge que son difíciles de solucionar. Ante la perspectiva de un conflicto, hace posible que uno de los cónyuges se "prepare" patrimonialmente para enfrentar el conflicto haciendo desaparecer parte de sus bienes colocándolos a nombre de terceros o vendiéndolos apresuradamente, a fin de enfrentar el momento de la compensación con un menor patrimonio.

Además, es de un a operación compleja, que requerirá de asesoría jurídica a ambos cónyuges para hacer el inventarlo valorado del patrimonio inicial y del patrimonio final de cada uno, para efectuar la compensación, y para ocuparse del pago del crédito que resulte en favor de uno de los cónyuges.

Por último, hace perder a la mujer el beneficio de que actualmente goza en el régimen de sociedad conyugal con los "Bienes Reservados de la Mujer Casada", que le permite adueñarse y administrar libremente todas las remuneraciones que obtenga como fruto de su trabajo y todos los bienes que adquiera con los ahorros que logre hacer, y, al término del matrimonio, tiene la opción de aportar a la comunidad todo el patrimonio reservado que ha logrado acumular, y en ese caso dicho patrimonio se suma al del marido y se distribuye por mitades entre ambos cónyuges, o si lo prefiere, conservar para su dominio exclusivo el patrimonio reservado, en cuyo caso no tendrá derecho a participar de los gananciales obtenidos por el marido.

Las dificultades expuestas, a su juicio, se obvian en el régimen actual de sociedad conyugal con patrimonio reservado de la mujer casada, que, por muy lejos, es el sistema más ventajoso para la mujer que trabaja.

No obstante lo anterior y como existe una importante corriente de opinión que estima altamente conveniente el régimen patrimonial denominado de participación en los gananciales, no vio dificultades en que se establezca en forma optativa, como actualmente está en el, proyecto. Pero no es en absoluto partidario de establecer el régimen de participación en los gananciales como régimen normal de matrimonio, por estar convencido que traería, un enorme trastorno en la organización económica de la familia chilena.

En relación con los bienes familiares, estimó que esta institución, siendo una idea interesante, está defectuosamente concebida y traerá graves problemas especialmente en el entrabamiento del mercado inmobiliario, en el otorgamiento de créditos para la adquisición de viviendas y para la adquisición de bienes muebles, para el alhajamiento de la vivienda.

Las principales observaciones que le mereció este párrafo fueron las de precisar qué se entiende por residencia principal de la familia; dejar claramente establecido que este beneficio sólo puede alcanzar a un inmueble por familia, y requerir, para que el inmueble sea considerado bien familiar, que vivan en él la totalidad de la familia o al menos uno de los cónyuges con sus hijos.

Asimismo, consideró demasiado amplia la posibilidad de afectación de un inmueble como bien familiar mediante simple declaración de cualquiera de los cónyuges, porque ella, en su parecer, debiera hacerse por ambos cónyuges de común acuerdo; por el cónyuge propietario del inmueble; o por el cónyuge no propietario, caso en el cual se requeriría una autorización judicial otorgada por el Juzgado de Menores que corresponda previo informe de la asistente social del tribunal, en una gestión judicial no contenciosa. Opinó también que debe precisarse que la afectación de un inmueble como patrimonio familiar no perjudicará a los acreedores hipotecarios sobre dicho inmueble constituidos antes o simultáneamente con la afectación, y que habría que repensar el beneficio de excusión a que se refiere el artículo 148 del proyecto, que puede ser muy entrabante especialmente en lo que se refiere al otorgamiento de créditos de consumo, que hoy en día constituyen una ayuda fundamental para las personas de ingresos medios.

Finalmente, manifestó su desacuerdo con la derogación que hace el artículo 36 del proyecto de los artículos 375 al 381 del Código Penal, referidos al delito de adulterio. Sí le pareció, en cambio, que debe igualarse la condición de hombre y mujer con dicho delito. Consideró, al respecto, que la falta o incumplimiento a la promesa solemne prestada ante el Oficial del Registro Civil de guardarse fe que se prestan los cónyuges en el acto del matrimonio debe ser sancionada penalmente, por el bien de la familia. A su juicio, la derogación o despenalización del adulterio transmite una mala señal a la sociedad que perjudicará gravemente la buena constitución de la familia, causando con ello un daño a nuestro país.

El H. Senador señor Fernández consideró que los tres grupos de materias a que se refiere este proyecto de ley, cuales son el establecimiento de un nuevo régimen patrimonial del matrimonio, la creación del patrimonio familiar e igualar a los cónyuges en sus deberes y derechos personales, no están necesariamente vinculados entre sí.

En cuanto al primero de esos temas, hizo presente que la sociedad conyugal que existe actualmente, tiene características muy especiales por las sucesivas modificaciones que ha experimentado. Así es como, teniendo siempre la administración el marido, ésta se ejerce con diversas restricciones, y se forma una comunidad en que cada cónyuge tiene derecho a la mitad de todo. Por su parte, el patrimonio reservado le permite a la mujer casada que trabaja adquirir y administrar sus propios bienes, teniendo un derecho de opción, al término de la sociedad, que le permite decidir el destino de los mismos.

La separación de bienes, en cambio, por su naturaleza, sólo interesa aplicarla a los sectores económicamente altos de la población.

Con este proyecto se trata de introducir un tercer régimen, en el que los cónyuges administran y actúan como separados, de bienes durante la vigencia del mismo y, al disolverse éste, se genera un crédito en favor del que no obtuvo gananciales o los obtuvo por menor valor que el otro. A su juicio, la diferencia fundamental con la sociedad conyugal radica en la administración de los bienes durante la vigencia del sistema.

Declaró. que no advierte problemas en crearlo como sistema optativo, pero a Primera vista lo estima menos conveniente que el de sociedad conyugal para la mujer que trabaja sólo realizando las tareas del hogar y que no tiene bienes propios. La situación comparativamente más ventajosa del marido, en este caso, se mitiga con la creación del patrimonio familiar, la cual, si bien le parece una institución interesante, deberá pulirse mucho para que no signifique una traba a la obtención de créditos o, como constituye una limitación a la libre disposición del propietario, para que no afecte el valor comercial de dichos bienes.

El H. Senador señor Diez compartió las aprensiones del H. Senador señor Fernández.

Expresó que la generalidad de los matrimonios en Chile se celebran sin que los cónyuges tengan bienes, que adquieren posteriormente, durante el matrimonio. En la mayoría de los casos, hasta el día de hoy, estos bienes se adquieren con el producto del trabajo del marido. Por eso, en este nuevo sistema, la mujer que no trabaja fuera del hogar queda disminuida, y a la que trabaja le resulta más conveniente acogerse al actual artículo 150 del Código Civil, toda vez que le permite administrar libremente los bienes que adquiera y el marido continúa obligado a financiar el hogar común.

Desde ese punto de vista, podría sostenerse que, en el casó de la mayoría de los matrimonios, en que la mujer trabaja en el hogar, el proyecto es negativo, por cuanto e1 marido va a administrar libremente sus bienes sin que la mujer tenga injerencia alguna. Por otra parte, aparecerán como bienes propios del marido los que adquiera durante el matrimonio, y se entenderá que los obtuvo solo, sin la colaboración de la mujer, no obstante que normalmente los adquiere con la ayuda de ella, lo que es evidente en grandes estratos sociales, en que la mujer es la verdadera sostenedora de la familia.

La señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer observó que el régimen de sociedad conyugal es engorroso, y que su ventaja, cual es compartir los gananciales a su término, está recogida en el nuevo régimen que se propone, a lo que se agrega la ventaja de la separación de bienes, consistente en la plena capacidad de la mujer casada.

Reflexionó que, por consiguiente, no se ve desmedrada la situación de la mujer que trabaja únicamente en el hogar, porque los bienes que se adquieran durante el matrimonio constituirán gananciales. Apuntó que el 21% de los hogares en nuestro país están encabezados por mujeres, y que ellas, además, constituyen el 32% de la población económicamente activa, sin considerar los trabajos ocasionales y los informales.

Añadió que la calidad de bien familiar, por otro lado, no significa alejarlo del comercio humano o atribuirle carácter de inembargable, sino que está destinada a producir efectos de cogestión de ambos cónyuges.

El asesor de ese Servicio, Profesor señor Peña, señaló que el proyecto aumenta las opciones de que disponen los cónyuges y amplía el campo de la autonomía de la voluntad en los estatutos económicos del matrimonio. Para ello, introduce este régimen de participación en los gananciales, pero en su modalidad crediticia, con lo cual se evita la partición a la que necesariamente se llega con la sociedad conyugal. Cada cónyuge mantiene la capacidad que tenía antes de contraer) matrimonio y, al disolverse, las ganancias que haya obtenido cada uno se suman y se dividen por partes iguales. No se traduce en comunidad, sino en un crédito de participación, que nace contra el patrimonio del cónyuge que obtuvo mayores ganancias.

Reconoció que la principal crítica que podría formularse es que este régimen no expresa la comunidad de vida que debe existir en el matrimonio.

Pero ‑advirtió‑ este problema se subsana mediante la creación del patrimonio familiar, con el cual queda afectado, en su administración y en su enajenación, el inmueble que ocupa la familia y los bienes que lo guarnecen, sin que se menoscaben las posibilidades de crédito.

Este patrimonio familiar sería aplicable siempre, en cualquier régimen patrimonial que adopten los cónyuges, a diferencia de lo que ocurre hoy, en que no hay uña norma legal que impida que, por su sola voluntad, la mujer venda el inmueble adquirido con su patrimonio reservado, o el marido el bien raíz que adquirió de soltero, aun cuando su familia viva en el. Y, de igual forma, los herederos del marido fallecido, en ejercicio de la acción de partición, podrían enajenar la casa en que vive la viuda.

Observó que, en el caso habitual de que durante el matrimonio sólo se haya adquirido el inmueble en que vive la familia, la cogestión se produce igualmente bajo el régimen de sociedad conyugal, con la importante diferencia de que en éste existe la incapacidad de la mujer.

El H. Senador señor Fernández expuso sus dudas con respecto a los bienes familiares. En su opinión, en el régimen de sociedad conyugal esta institución carecería de justificación, excepto tal vez en el caso del marido que aporta bienes al matrimonio, que debe ser un porcentaje muy escaso. Lo normal es que los matrimonios tengan un solo bien raíz, que está suficientemente protegido con las normas de la sociedad conyugal en cuanto le impiden al marido enajenarlo o hipotecarlo sin autorización de la mujer.

Ahora bien, en el caso de los bienes propios que uno de los cónyuges tenía antes de contraer matrimonio, y que no se aportan a la sociedad conyugal, le preocupó que, por la declaración unilateral del otro cónyuge de ser patrimonio familiar, se estuviese afectando el derecho de propiedad, no sólo del cónyuge sino que de sus herederos.

Por otra parte, y desde un punto de vista práctico, observó que, si el bien se adquiere por un sistema de crédito, la declaración de patrimonio familiar no afectaría la garantía, por lo que la declaración sería ilusoria.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer señor Peña estimó que si la declaración de patrimonio familiar dependiera solamente de la declaración unilateral del cónyuge no propietario podría estimarse inconstitucional la norma en cuestión, porque se transgredería la voluntad del propietario con una voluntad distinta, que en forma discrecional entrabaría la disponibilidad del bien. Pero el proyecto subsana este problema facultando al cónyuge propietario para reclamar ante el juez competente de la declaración que se haga contra su voluntad, esgrimiendo el hecho de que el bien raíz no está destinado a los fines que este estatuto prevé. Entonces, quien provocaría efectivamente la afectación es el órgano jurisdiccional, y la causa última de ella no es la declaración del otro cónyuge, sino el hecho de que el inmueble sea residencia principal de la familia.

Agregó que las personas que contraigan matrimonio en el futuro voluntariamente están aceptando someterse a este estatuto legal, admitiendo que las dudas podrían presentarse respecto de quienes actualmente están casados y se verán afectados por la ley, lo que en` todo caso importaría un problema de temporalidad solucionable a través de normas transitorias.

El H. Senador señor Vodanovic precisó que el problema, respecto de quienes ya están casados, se generaría por el hecho de que el inciso segundo del NI 24 del artículo 19 de la Constitución Política establece como condiciones para que la ley pueda imponer limitaciones al dominio en virtud de la función social, que ellas, en lo pertinente, obedezcan a los intereses generales de la Nación o a la utilidad pública. Es necesario, pues, determinar si el proyecto cumple alguno de estos requisitos, y no configura una privación de atributos o facultades esenciales del dominio, en los términos del inciso tercero del mismo precepto.

Se produjo en la Comisión un animado intercambio de ideas sobre la materia, coincidiendo que este problema se suscitaría sólo en lo que se refiere a aquellos matrimonios celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de la ley.

Algunos de sus señores integrantes consideraron que la función social es un concepto que no comprendería situaciones como las derivadas de la declaración de bien familiar, llamando1a atención sobre la circunstancia de que el artículo 19, N` 26, de la Carta ' Fundamental prohíbe expresamente al legislador afectar los derechos en su esencia o impedir su libre ejercicio.

El señor asesor del Servicio Nacional de la Mujer expuso que nunca se ha entendido que se afecten los atributos o facultades esenciales del dominio con la constitución de usufructos mediante sentencia judicial, para cubrir obligaciones alimenticias, que a su juicio tendría el mismo carácter. Además, hizo presente que bien puede estimarse que, dentro de los conceptos que integran la función social, están las obligaciones que impone al Estado el artículo 11 de la Constitución Política, entre las que se encuentra la de dar protección a la familia. De esa forma se recogerían autorizadas opiniones en el sentido de que el Capítulo I de la Carta Fundamental establece las pautas básicas conforme a las cuales deben interpretarse sus demás preceptos.

El H. Senador señor Diez subrayó que el problema es determinar si la prohibición de enajenar un bien de dominio de una persona, sin el consentimiento de otra, es una limitación o una privación. Manifestó su temor de que, si se acepta que los derechos puedan subordinarse a la voluntad de un tercero, no a circunstancias de hecho, se estaría privando de ellos porque se les transfiere de una persona a una comunidad de personas. Advirtió que no le preocupa la institución en sí, que le parece buena, sino la extensión analógica que podría darse a una interpretación constitucional de esa índole.

Se repuso que la declaración de bien familiar no está supeditada a la sola voluntad del otro cónyuge, sino que en definitiva a la del juez, y la negativa para enajenarlo o gravarlo no puede ser arbitraria. Por otra parte, si la intermediación de la voluntad de un tercero respecto de un bien ajeno estuviese prohibida por la Carta Fundamental, sería inconstitucional la administración por parte del marido de los bienes propios de la mujer, como contempla el actual régimen de sociedad conyugal. Suponiendo que no lo es, las dudas de constitucionalidad suscitadas sólo serían pertinentes respecto de la aplicación de la institución de los bienes familiares a los regímenes de separación de bienes y dé participación en los gananciales, y no en cuanto a la sociedad conyugal.

La Comisión decidió proseguir el debate de este aspecto durante la discusión particular de la iniciativa, a fin de pronunciarse sobre la aprobación en general.

‑ Puesto en votación el proyecto, resolvió para fines reglamentarios aprobarlo por unanimidad, dejando constancia que a algunos de sus HH. señores integrantes le merecieron dudas o reparos ciertas ideas básicas que contiene, especialmente en lo relacionado con los bienes familiares y la despenalización de los delitos de adulterio y amancebamiento.

Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier, Páez y Vodanovic. Este último, al emitir su voto, declaró que en su opinión el sistema de participación en los gananciales, debiera ser sustitutivo y no alternativo del régimen de sociedad conyugal, por la mayor conveniencia que presenta para ambos cónyuges.

DISCUSION PARTICULAR

Artículo 10

Consagra como régimen económico del matrimonio, con carácter optativo, el de participación en los gananciales, que podrá pactarse en las capitulaciones matrimoniales o durante el matrimonio, sustituyendo en este último caso al régimen de sociedad conyugal o al de separación de bienes.

Autoriza también la sustitución del régimen de participación por el de separación total de bienes, y establece que sólo se accederá al de sociedad conyugal por el hecho del matrimonio.

La Comisión observó que el proyecto no innova respecto del artículo 135 del Código Civil, en cuya virtud la sociedad conyugal nace por la sola celebración del matrimonio y no puede pactarse antes o después de él, a diferencia de los demás regímenes, que requieren estipulación expresa, y pueden ser convenidos en otras oportunidades porque no ponen en peligro los créditos que, por derechos personales o reales, tengan los terceros contra los cónyuges.

En esa medida, el inciso final es una conclusión lógica del análisis de las normas en juego, que pudiera tener fines didácticos, pero no resulta propio de una disposición legal, por lo que convino suprimirlo.

‑ Puesto en votación el artículo con la exclusión del inciso final, fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Pacheco.

Con posterioridad, acordó sustituir la referencia a los cónyuges que se contiene en el inciso primero, por otra a los esposos, que es la utilizada en el artículo 1715 del Código Civil y resulta más adecuada, toda vez que las capitulaciones matrimoniales se celebran antes del matrimonio o en el acto de su celebración. Consecuencialmente, se resolvió mencionar explícitamente a los cónyuges en el inciso segundo, por cuanto la sustitución de régimen patrimonial se realizará durante la vigencia del matrimonio.

‑ Votaron. afirmativamente todos los HH. Senadores presentes, señores Diez, Fernández, Leteller y Vodanovic.

Artículo 2

Describe los principios en que se inspira el régimen de participación en los gananciales, estableciendo que en él los patrimonios de los cónyuges permanecen separados, y cada uno administra, goza y dispone libremente de lo suyo. Al término de la vigencia del régimen, se compensa el valor de los gananciales obtenidos por los cónyuges, quienes participan por mitades en el excedente.

La disposición expresa que el patrimonio del marido y él de la mujer se mantienen separados para reforzar la idea de que conservan el mismo estado que tengan cuando eran solteros. Asimismo, el, uso del concepto de "compensar" tiene su justificación en que, al término del régimen, nacen derechos personales recíprocos entre los cónyuges, por lo que la compensación como forma de extinguir obligaciones opera plenamente, así como las normas que la rigen en tanto fueren aplicables.

El inciso segundo, por su parte, advierte que esos principios están reglamentados y reconocen limitaciones en la propia ley, especialmente en lo referido a los bienes familiares, y en cuanto a las reglas generales sobre obligaciones y derechos entre los cónyuges.

‑ Sometido a votación el inciso primero, fue aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Leteller y J Pacheco.

‑ Posteriormente, puesto en votación el inciso segundo fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 31

Establece que ninguno de los cónyuges puede otorgar cauciones personales a obligaciones de terceros sin el consentimiento del otro. Las permite, no obstante, en favor de sociedades en que los cónyuges, en conjunto o individualmente, sean dueños de más de la mitad de los derechos o acciones emitidas.

El objetivo del inciso primero de este artículo es proteger los gananciales, evitando que se comprometa unilateralmente, a favor de terceros, el derecho. de prenda general. Por ello se hace extensivo al régimen de participación el criterio contemplado en los incisos quinto y sexto del artículo 1749 del Código Civil para la sociedad conyugal, en que se requiere la autorización de la mujer para que queden obligados los bienes sociales por la constitución como avalista, codeudor solidario fiador del marido, o el otorgamiento por éste de cualquier otra caución respecto de obligaciones contraídas por terceros.

En el inciso segundo se admite una excepción, respecto de aquellas sociedades en que uno o ambos cónyuges tengan más del 50% de los derechos o acciones, porque en este caso, si bien jurídicamente la sociedad es un tercero, económicamente no lo es. De esa forma se pretende recoger, entre otras situaciones, aquellas en que los cónyuges son socios de sociedades de inversiones.

El H. Senador señor Diez manifestó sus aprensiones por el inciso segundo, ya que a su juicio, sería muy fácil burlar esa disposición mediante la constitución sociedades fraudulentas en perjuicio del otro cónyuge. Se facilitaría la simulación, porque un cónyuge podría caucionar obligaciones de terceros sin el consentimiento del otro por la vía de constituir sociedades en las que, simuladamente, poseyera más de la mitad de los derechos. Bastaría luego ceder los derechos sociales para consolidar la caución. En su opinión, este precepto hace ilusoria la limitación del inciso primero, por lo, que preferiría que la caución siempre fuese autorizada por el otro cónyuge o por el juez.

Al respecto, la Comisión analizó diversas posibilidades. Una de ellas consistió en omitir el inciso segundo, manteniendo el inciso primero como regla única; otra en omitir la expresión “individualmente”, de modo que la excepción sólo rija para las sociedades en que ambos cónyuges, en conjunto, tengan más de la mitad de los derechos o acciones; y la tercera en exigir que, si varía la propiedad de los derechos sociales, se requiera el consentimiento de los cónyuges para que perviva la caución. Se escuchó, sobre el particular, la opinión de la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

Se resolvió, por último, dividir la votación respecto de los dos incisos de artículo.

‑ Puesto en votación el inciso primero, quedó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Pacheco.

‑ Sometido a votación el inciso segundo, la Comisión se inclinó unánimemente por suprimirlo, para prevenir la eventual simulación fraudulenta a que pudiera dar origen. Votaron los. HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 4º

Sanciona con nulidad relativa los actos ejecutados en contravención al artículo anterior, es decir, el otorgamiento de cauciones personales a terceros consentimiento del cónyuge, y añade que el cuadrienio para impetrarla comenzará a correr desde la fecha del acto respectivo.

La Comisión estuvo de acuerdo con la idea recogida en este artículo, que se inspira en la regla que el artículo 1757 del Código Civil da para la sociedad conyugal, pero manifestó su disconformidad con el cómputo del plazo para impetrar la prescripción desde la fecha del acto, ya que puede estar el otro cónyuge en desconocimiento del mismo.

Por tal motivo, estimó que el plazo debe contarse desde que el cónyuge que invoca la nulidad tiene conocimiento del acto, pero con el límite de diez años, desde la celebración del respectivo acto o contrató.

‑ Sometida a votación con los cambios señalados, fue aprobado por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 5º

Dispone que, al producirse la disolución del régimen de participación en los gananciales, los patrimonios de los cónyuges permanecen separados, conservando cada uno de ellos o sus causahabientes plenas facultades de administración y disposición sobre sus bienes; y a esa misma fecha, se determinan los gananciales obtenidos durante su vigencia.

‑ Resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 6º

Define los gananciales como la diferencia del valor neto entre el patrimonio originario y el patrimonio final de cada cónyuge. A la vez, entiende por patrimonio originario el que existía al momento de optar por el régimen de participación en los gananciales, y por patrimonio final, el que exista al término de dicho régimen.

‑ Se aprobó, en forma unánime, al recibir los votos favorables de los HH.: Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 7º

Señala que el patrimonio originario es la diferencia de valor entre el activo y el pasivo originarios, por lo que resulta de descontar del valor total de los bienes, el valor total de las obligaciones que el cónyuge tenía a la fecha de iniciación del régimen.

Al patrimonio originario deben agregarse los bienes adquiridos a título gratuito durante el matrimonio, y descontarse las obligaciones correlativas, salvo cuando de las circunstancias aparezca claro que las adquisiciones se han efectuado a título oneroso, como es el caso de la donación remuneratoria,

Termina el artículo expresando que si el pasivo originario es mayor que el activo, el patrimonio originario se valorará en cero.

La Comisión estimó aconsejable simplificar el concepto de patrimonio originarlo, sin dejarlo referido a otras nociones que son innecesarias, como las' de activo y pasivo originarios.

En relación con el inciso segundo, razonó que la excepción. relativa a adquisiciones a título gratuito que lo han sido en realidad a título oneroso, no parece comprender otra situación diferente de una especie de donación remuneratoria, que es justamente el ejemplo que se pone en la norma. Por ello, prefirió restringir este precepto a la enunciación de la regla general, y considerar la situación de las donaciones remuneratorias dentro del artículo 90, que indica los bienes que no se incorporan al patrimonio originario. De esa manera, el artículo 70 contendrá la regla general, y los artículos 81 y 91 decidirán situaciones en que la aplicación de esa regla general pudiera producir dificultades.

Se discutió también la fórmula adoptada en el inciso final sobre la valoración del patrimonio originario por estimarse poco ortodoxo, desde el punto de vista jurídico, hablar de valoración en cero. La legislación española, ante esta misma circunstancia de que el pasivo originario sea mayor que el activo, opta por decir que no habrá patrimonio inicial, mecanismo que en este proyecto de ley implicaría reformular la definición de gananciales, que presupone la existencia de un patrimonio originario.

Después de evaluar varias posibilidades, se decidió utilizar la expresión “carente de valor” y contemplar este inciso como una segunda frase del inciso primero, puesto que ambos se refieren a la determinación del patrimonio originario, dejando el inciso segundo para regular las agregaciones que deben hacérsele.

En los términos expresados, el artículo quedará integrado por dos incisos. El inciso primero establece la forma de calcular el patrimonio originario, el que resultará de descontar del valor total de los bienes de que el cónyuge sea titular al iniciarse el régimen, el total de IAS obligaciones de que sea deudor a esa misma fecha. Si el valor de1as obligaciones supera al de los bienes, el patrimonio se estimará carente de valor. El inciso segundo dispone que se agregarán al patrimonio originario las adquisiciones a título gratuito efectuadas durante la vigencia del régimen, descontándose las cargas que las graven.

el aludido nuevo tenor, fue aprobado por unanimidad, al registrarse los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 8º

Determina la agregación al activo del patrimonio originario, de los bienes adquiridos durante la vigencia del régimen a título oneroso, cuando su causa o título de adquisición sea anterior al inicio del mismo. A continuación enuncia, por vía meramente ejemplar, algunos casos en que debe aplicarse esa disposición.

La Comisión concordó con el fondo de esta norma, que repite los principios establecidos para la sociedad conyugal en el artículo 1736 del Código Civil, sin perjuicio de introducir leves cambios de redacción, consistentes en la sustitución de la palabra especies por bienes por considerarlo un término más genérico, que abarca tanto a bienes corporales como incorporales, y ser de uso más frecuente; el reemplazo de la frase “se las haya adquirido” por “lo hayan sido”, para evitar el pleonasmo que se producía en el primer inciso, y la supresión de una coma en el número 2. 

Se plantearon dudas sobre la conveniencia d1 incluir la resciliación en el número 3, que se refiere a los bienes que vuelvan a dominio de uno de los cónyuges por la declaración de nulidad o resolución de un contrato, o por revocación en él caso de la donación. Al respecto, se opinó que la situación es distinta, porque tanto en la nulidad como en la resolución hay un vicio que afecta al acto, y sus efectos se producen en virtud de una sentencia judicial, afectando fundamentalmente a terceros a través de la acción reivindicatoria, lo que no ocurre en la resciliación, que deja a salvo los derechos de terceros. La revocación de donaciones, por su parte, produce en ciertos casos, señalados en el artículo 1432 del Código Civil, efectos retroactivos frente a terceros. La Comisión optó por mantener el NI 3 con la misma redacción, estimando que el inciso primero del artículo contempla` todas las variantes que puedan producirse.

En cuanto al Nº 7, no se incluye la exigencia, que hace el artículo 1736, Nº 71, del Código Civil, de que la promesa conste en instrumento público, o instrumento privado cuya fecha sea oponible a terceros, no porque sé busque cambiar el criterio establecido por éste, sino porque la aplicación de las solas reglas generales dejan a salvo de una posible simulación, especialmente por la necesidad de que la promesa conste por escrito, de acuerdo al artículo 1554, Nº 1, del Código Civil, y los requisitos para que la fecha de un instrumento privado se cuente respecto de terceros, que establece el artículo 1703 del mismo Código.

‑ Sometido a votación, el artículo se aprobó por unanimidad, con las modificaciones antedichas, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 9º

Establece que los frutos no se incorporarán al patrimonio originario, aunque provengan de bienes originarios, y que tampoco lo harán las minas denunciadas por uno de los cónyuges durante la vigencia del régimen de bienes.

Este artículo recoge los principios contenidos en los artículos 1725 y 1730 del Código Civil, referentes a la sociedad conyugal.

De conformidad a lo resuelto a propósito del inciso segundo del artículo 71, se incorporaron a esta enunciación las donaciones remuneratorias por servicios que hubieren dado acción contra la persona servida, y se configuró un solo inciso.

‑ Quedo aprobado en los términos expresados, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 10

Manifiesta que, en los bienes adquiridos en conjunto por los cónyuges a título oneroso, éstos serán comuneros según las reglas generales. Si la adquisición es a título gratuito, los derechos se agregarán por partes iguales al patrimonio originario de cada uno.

Se observó en el seno de la Comisión que, si la adquisición es a título gratuito para un cónyuge y oneroso para el otro, el primero debe agregarlo a su patrimonio originario y el otro a su patrimonio final, según las reglas generales. Pero. más que ese cómputo, el artículo resuelve la proporción en que deberá agregarse, o si así se quiere, fija los porcentajes con que los derechos sobre el bien adquirido a título gratuito ingresa al patrimonio originario de cada cónyuge. Lo anterior tiene importancia, ya que cualquier aumento en dicho patrimonio importa una disminución del patrimonio final y por ende de los gananciales.

El H. Senador señor Diez consideró que debe suprimirse la referencia a que los derechos se agreguen por partes iguales a los patrimonios originarios de los cónyuges, ya que la adquisición podría ser en proporciones distintas, verbigracia, en el caso de una asignación testamentaria hecha a ambos cónyuges pero en porcentaje! diferentes.

Después de analizado el tema, la Comisión acordó suprimir las expresiones “por iguales partes” para permitir que, en estos casos, la agregación se haga en las proporciones o porcentajes que corresponda de acuerdo al título de adquisición y, si éste nada dice, se hará precisamente por partes iguales.

‑ Con esta modificación el artículo fue aprobado por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 11

Determina que la prueba sobre la composición del patrimonio originario se hará mediante un inventario simple firmado por el otro esposo o cónyuge; si no existiere inventario, por otros instrumentos, y, a falta de instrumentos, mediante otros medios de prueba cuando conste que el esposo o cónyuge no estuvo en situación de procurárselos.

Los HH. Senadores señores Letelier y Vodanovic se declararon partidarios, en principio, de que el inventario fuese suscrito por ambos cónyuges, sin perjuicio de que lo importante lea la firma del cónyuge contra quien se hace valer.

En el curso del debate, se tuvo en cuenta el precedente de esta norma, contenido en el artículo 1766 del Código Civil, respecto a que el inventario y tasación simple no tiene valor enjuicio sino contra quienes lo hubieren aprobado y firmado, y las reglas generales en cuanto a que los instrumentos privados hacen prueba en contra de quien aparece firmándolos, e incluso no necesitarían firma para hacerlos valer contra su emisor. Además, se observó que el problema se restringe a los bienes muebles que no se encuentren sujetos a registro, ya que en el caso de inmuebles o muebles inscritos la prueba será fácil por la fecha de la inscripción, y, si se trata de créditos, por la fecha del título.

‑ Sometido a votación, el artículo fue aprobado en forma unánime, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 12

Presume comunes los bienes muebles adquiridos durante el régimen de participación en los gananciales, salvo los de uso personal de los cónyuges. La prueba en contrario debe fundarse en antecedentes escritos.

La Comisión entendió que los bienes de uso personal deben considerarse en cada caso, de acuerdo a la situación de los cónyuges. Por otro lado, prefirió eliminar la palabra "bienes" la segunda vez que se la emplea, para evitar la redundancia.

‑ Con el cambio mencionado, quedo aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 13

Señala. que el valor de los bienes del activo originario se determina según su estado al momento de entrada en vigencia del régimen o de la adquisición, y será prudencialmente actualizado a la fecha de terminación del régimen. Esta valoración puede ser hecha por los cónyuges, por terceros designados por ellos o por el juez. Las mismas reglas se aplican para la valoración del pasivo.

El mecanismo contemplado en este artículo, de actualización prudencial del valor de los bienes, deja entregada al juez esa apreciación, opción que se considera más adecuada que la mera aplicación de la otra fórmula normalmente utilizada, cual es la corrección monetaria, la que puede distorsionar el precio real que los bienes no se valorizan al mismo ritmo que el dinero‑ y producirse con ello un enriquecimiento injusto. Ofrece, por consiguiente, un mayor margen de flexibilidad que la sola aplicación de la variación del índice de precios al consumidor registrada entre ambos períodos.

La Comisión dejó constancia de que la intención de esta norma es que los bienes mantengan el valor que representaban al momento de la adquisición, estimado sobre la base de la equidad, cuya aplicación en el caso concreto se deja entregada a la prudencia del juez.

Asimismo, acordó introducir cambios de redacción, destinados a eliminar algunas de las referencias que se hace a “los bienes” por redundantes; a uniformar los conceptos de "valorización" y "valoración” en el sentido de usar solamente esta última expresión, y a consignar en singular la referencia a terceros designados para valorar los bienes, a fin de que, sin que obste al nombramiento de varios, pueda señalarse uno solo para ese efecto.

‑En la forma antedicha, el articulo quedó aprobado por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 14

Establece que el patrimonio final resultará de descontar del valor total de los bienes de que el cónyuge sea dueño al finalizar el régimen, el valor total de las obligaciones que tenga a esa misma fecha.

‑ Se acogió con la sola supresión de la coma ubicada entre las palabras “descontar” y “del” por ser innecesaria. Votó a favor la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 15

Dispone la agregación imaginaria al patrimonio final, de las disminuciones del activo que sean consecuencia de los actos que menciona, ejecutados durante la vigencia del régimen. La agregación imaginaria se efectuará considerando el estado que tenían las cosas al momento de su enajenación. Agrega que no se aplicará esta norma cuando el acto hubiere sido autorizado por el otro cónyuge.

Este precepto incorpora imaginariamente al patrimonio final ciertas disminuciones del activo, con el objeto de evitar que uno de los cónyuges perjudique al otro con actos simulados. En lugar del efecto de inoponibilidad que consagra la Ley de Quiebras, o la acción pauliana prevista en el Código Civil, se ha preferido el mecanismo de la acumulación imaginaria establecido en el sistema de acervos del mismo Código.

La palabra "cosas”, que aparece en el inciso segundo, fue entendida por la Comisión en el sentido amplio de bien en que la emplea el Código Civil, es decir, comprensiva tanto de especies Corporales como incorporales. En esa medida, incluye el dinero desembolsado a título de "gastos” a que se refiere el Nº 3) del inciso primero.

‑ Se aceptó, unánimemente, por los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 16

Establece un plazo de tres meses, a contar del término del régimen, para que cada cónyuge proporcione al otro un inventarlo valorado de los bienes y obligaciones que comprenda su patrimonio final, pudiendo el juez ampliar este plazo.

Bastará el inventarlo simple, firmado por un cónyuge, como prueba en favor del otro para determinar su patrimonio final, sin perjuicio de que este último use todos los medios de prueba para determinar la composición o el valor efectivo de dicho patrimonio.

Termina manifestando que cualquiera de los cónyuges podrá pedir la facción del inventarlo solemne de que trata el Código de Procedimiento Civil y requerir medidas precautorias.

La facultad del juez para ampliar el plazo dentro del cual debe proporcionarse el inventarlo fue observada por la Comisión en cuanto a la necesidad de acotarla ' por lo que se prefirió autorizarlo para ampliar este plazo por una sola vez y hasta por otros tres meses.

Por otra parte, la Comisión estimó necesario que en el inciso segundo, se contemplara inequívocamente el derecho a objetar el inventario, ya sea en su composición o en el valor que se atribuye a sus bienes ‑esto es, por no ser fidedigno‑, para lo cual puede usarse de todos los medios de prueba legales.

Finalmente, se acordó dejar constancia que el derecho de cada cónyuge de pedir la facción de inventario solemne puede ejercerse dentro de cualquier tiempo, incluso en los tres meses siguientes al término del régimen, a que se refiere el inciso primero.

Las referencias a los cónyuges están hechas, en su caso, a los causahabientes del cónyuge fallecido.

‑ Sometido a votación, el artículo resultó aprobado por unanimidad, con los cambios señalados al registrarse los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 17

Ordena que los bienes que componen el activo final se valorarán según su estado al momento de terminar el régimen de bienes, y los que se le agregan imaginariamente, de acuerdo al valor que hubieran tenido a dicha época. La valoración podrá se hecha por los cónyuges, por terceros designados por ellos o, en subsidio, por el juez.

Añade que estas mismas reglas se aplicarán para valorar el pasivo.

La Comisión, tal como acordó respecto del artículo 13, prefirió decir en el inciso tercero que la valoración de los bienes puede ser hecha por un tercero, que puede ser una o varias personas, y no por terceros, expresión que obligaría a que fuesen más de uno.

‑ Dicho cambio se aprobó por unanimidad por los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y Vodanovic.

Artículo 18

Sanciona al cónyuge que, con el fin de disminuir sus gananciales, oculta o distrae bienes o simula deudas, sumando a su patrimonio final el doble del valor de aquellos o de éstas.

‑ Fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 19

Establece que, si por la aplicación de las reglas establecidas en los artículos 13 y 17 se produjere un resultado manifiestamente inequitativo, el juez, a solicitud de parte, y por resolución fundada, podrá efectuar correcciones razonables de acuerdo a la equidad.

Los HH. Senadores señores Diez y Fernández manifestaron su temor de que este artículo sea una fuente de conflictos, que lleve a la destrucción del propio sistema que el proyecto reglamenta detalladamente, advirtiendo que agrega un desaconsejable elemento de inestabilidad, ya que, por los Conceptos que incluye, el afectado siempre podría alegar manifiesta falta de equidad.

Los señores representantes del Ejecutivo señalaron que es una especie de norma de clausura, destinada a evitar el enriquecimiento injusto de uno de los cónyuges y mantener el equilibrio entre, ellos, que repite el concepto contenido en el artículo 1734 del Código Civil,'donde se faculta al partidor para corregir de acuerdo a la equidad natural las injusticias que pudieren producirse en el mecanismo establecido para que las recompensas mantengan su valor adquisitivo. Esa regla de corrección aparece también en la jurisprudencia arbitral, que recurre a los principios de equidad y de rechazo al enriquecimiento injusto. Agregaron que el adverbio "manifiestamente" está suficientemente definido por la jurisprudencia, a propósito de la nulidad absoluta, como aquello patente, claro, que salta a la vista.

Se contraargumentó que este caso es muy diferente al del artículo 1734 del Código Civil, por cuanto en esa situación el juez partidor está actuando en un proceso y aplicando normas especificas, mientras que en esta otra situación debería iniciarse un proceso para corregir las distorsiones que puedan producirse, de forma tal que los problemas que acarrearía esta disposición excederían a los beneficios que pudiera reportar.

‑ Puesto en votación, quedó rechazado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco, quien fundamentó su posición en que esta norma podría ser un verdadero semillero de dificultades.

Artículo 20

Considera gananciales el valor en que el patrimonio final exceda al originario. Añade que si el patrimonio final de un cónyuge es inferior al originario, sólo él soportará el déficit.

La Comisión consideró pertinente suprimir la primera parte de este artículo, toda vez que el concepto de gananciales ya ha sido definido en el artículo 61 de la ley.

En cuanto a la segunda parte del artículo, se compartió su idea,,en el sentido de que, si un cónyuge ha visto disminuir su patrimonio, él sólo afronte la pérdida económica, lo que no obsta a su derecho a obtener gananciales, si le correspondiese.

No obstante, se estimó conveniente, por razones de sistematicidad, ubicar este precepto en el artículo siguiente, cambiando el vocablo "déficit" por "pérdida".

‑ Consecuentemente, se eliminó este artículo, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 21

Dispone que si sólo uno de los cónyuges ha obtenido gananciales, el que no los obtuvo participará en la mitad de su valor; si ambos los obtuvieron, se compensan hasta concurrencia de los de menor valor, y el que haya obtenido menores gananciales tendrá derecho a que el otro le pague la mitad del exceso, a título de participación.

Declara, además, que el crédito de participación en los gananciales se entiende sin perjuicio de otros créditos y obligaciones que puedan existir entre los cónyuges.

En estos términos, se contempla la forma de determinar el cálculo del monto de los gananciales y en favor de quién nace el crédito. El inciso final se estimó preferible mantenerlo a pesar que sólo aplica la regla general, para una mayor claridad, especialmente respecto del caso de los alimentos. la sola modificación consistente en incorporar como inciso primero la frase final que estaba en el artículo 20, relativa al caso de que el patrimonio final de un cónyuge sea inferior al originario, el artículo fue aprobado por unanimidad. Votaron los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco. 

Artículo 22

Fija el origen del crédito de la participación en los gananciales al término del régimen, momento desde el cual puede cederse y transmitirse, y sanciona con nulidad cualquier acto ejecutado respecto de ese crédito con anterioridad al término del régimen, incluida su renuncia.

La Comisión juzgó superfluo, en el inciso primero, referirse a la cesión y transmisión del crédito de participación por lo que prefirió dejar entregada esta materia a las reglas generales.

En relación con el inciso segundo, se consideró más conveniente consagrar una prohibición expresa de celebrar determinados actos en lugar de mencionar el efecto de dicho impedimento, cual es la nulidad. Siguiendo la línea del artículo 1463 del Código Civil, sobre pacto de sucesión futura ‑que señala,` que el derecho de suceder por causa de muerte a una persona viva no puede, ser objeto de una donación o contrato‑ dicha prohibición no debería alcanzar a “cualquier acto” como propone el artículo, sino sólo a los actos bilaterales, y como excepción, a la renuncia anticipada, a fin de permitir los demás actos unilaterales, tales como disposiciones testamentarias o medidas conservativas o precautorias.

Por otro lado, se creyó más propio hablar de crédito eventual, ya que el de participación en los gananciales tendrá este carácter mientras no termine el régimen de bienes.

‑ Con los cambios expresados, el artículo se aprobó por unanimidad, con, los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 23

Consulta el pago de contado y en dinero, del crédito de participación en los gananciales, permitiendo que, excepcionalmente, el juez conceda un plazo de pago no superior a tres años, y determine las modalidades de dicho pago.

El inciso primero, en cuanto prevé el pago de contado y en dinero, no hace' sino seguir las reglas generales sobre pago de las obligaciones del Código Civil, por lo que sólo se justifica en aras de una absoluta claridad, ya que estrictamente es innecesaria. Ello, por cierto, en nada obsta a que las partes convengan una cosa diferente. Con todo, prefirió la Comisión usar los términos del artículo 2339 del mencionado Código, que habla de obligaciones “puras y simple” y las contrapone a las obligaciones condicionales y a plazo.

El inciso segundo se pone en el caso de que no haya acuerdo entre las partes, supuesto en el cual faculta al juez para fijar plazos y modalidades de pago.

En el seno de la Comisión surgieron dudas sobre estas atribuciones que se conceden al juez, porque con ello se estaría beneficiando excesivamente al deudor en perjuicio del acreedor, en circunstancias que bien podrían regirse por las reglas generales de pago de las obligaciones y, por tanto, este último resolvería si exige su cumplimiento inmediato o posterga el cobro.

Se tuvo presente que el artículo 1431 del Código Civil español contempla esta posibilidad de fijación judicial de un plazo para el pago, si median dificultades graves para que se efectúe de inmediato, pero exige garantía suficiente de la deuda y sus intereses.

Como resultado del debate, juzgó la Comisión que la fijación excepcional de plazo se justificarla por la naturaleza especialísima de este crédito, y, al mismo tiempo que lograría resguardarlo de los efectos nocivos de una liquidación apresurada de bienes por razones de liquidez ‑lo que afectarla a los asignatarios forzosos, al disminuir el patrimonio del deudor‑, señala un margen preciso para el cobro, evitando las incertidumbres.

Puesto que la facultad en cuestión tiene como propósito fundamental solucionar problemas de liquidez, debe estar reducida a un plazo moderado, que se convino en un año, y, además, establecerse la reajustibilidad, con lo que se cautela que no se produzca perjuicio al cónyuge acreedor. Al efecto, se prefirió fijar una unidad monetaria especial, ya que al establecer sólo la reajustabilidad, podría darse la señal equívoca de que en aquellos casos en que ésta no se establece expresamente, no procedería, lo que vendría a alterar el sistema general, en el cual la jurisprudencia ha entendido que debe aplicarse un reajuste de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor. Por ello, considerando que el Código Civil ha recogido la existencia de la Unidad Tributarla Mensual, se optó por este mecanismo.

En cualquier caso, el señalamiento de plazo debe estar condicionado a la prueba de que el pago de contado causaría grave perjuicio al cónyuge deudor o a los hijos comunes, y al hecho de que se rinda garantía suficiente del pago de la deuda, sea por el propio deudor o por un tercero.

Dicha facultad judicial de fijación de plazo para el pago estimó por último la Comisión no debe extenderse a la determinación de modalidades de pago, porque atentaría contra los derechos del acreedor y estimularía adicionalmente la iniciación de juicios.

‑ Sometido a votación con la nueva redacción propuesta, se aprobó por unanimidad con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Otero, Pacheco y Vodanovic.

Artículo 24

Contempla la posibilidad de que, por acuerdo de las partes, el pago del crédito se efectúe dando en pago la propiedad u otro derecho real sobre bienes del cónyuge deudor, y autoriza al juez para ordenarlo, cuando el pago en dinero ocasionare un grave perjuicio a dicho cónyuge. La evicción de la cosa dada en pago hace renacer la obligación en dinero.

Faculta al juez, además, para conceder a los cónyuges derecho a recibir una renta por este concepto, pudiendo ordenar la constitución de garantías reales para caucionarla.

Este artículo, en su primera parte, se pone en el caso de que no haya discordia entre las partes para convenir la dación en pago. Ello permite que, si hay acuerdo, se pueda formar incluso una comunidad al término del régimen de bienes, por ejemplo, mediante la dación en pago de derechos cuotativos sobre un inmueble.

Tal norma no sería necesaria, si no fuese por la controversia existente respecto de que la dación en pago sea una modalidad de éste, o una novación por cambio de objeto, lo que produce consecuencias radicalmente diferentes. Por eso, en el inciso segundo, se opta por expresar que, si es evicta la cosa. dada en pago, renace el crédito, esto es, se considera a la dación en pago como modalidad del pago y no como novación. De esa manera, se sigue un criterio diferente del consagrado en el artículo 2382 del Código Civil, que dispone la extinción de la fianza por el hecho de que el acreedor acepte en descargo de la deuda un objeto distinto al de la obligación inicial, aunque éste después fuere evicto.

La disposición del referido inciso segundo, naturalmente, es sin perjuicio de los efectos que la evicción produjere en el montó de los gananciales del cónyuge deudor, y consiguientemente, en el crédito por participación del otro consorte.

La Comisión prefirió excluir las facultades del tribunal de ordenar daciones en pago y de determinar una renta de participación en los gananciales por considerar inconveniente abrir nuevos ámbitos de discrecionalidad judicial en esta materia. De esta forma, el artículo sólo regulará la posibilidad de convenir daciones en pago y el efecto que producirá la evicción de la cosa.

Por cierto, como la responsabilidad por la evicción es un elemento de la naturaleza del acto jurídico en cuestión, las partes podrían acordar que ella sea de cargo del acreedor.

La nueva redacción, fue aprobada por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Otero, Pacheco y Vodanovie.

Artículo 25

Establece que las atribuciones de derechos sobre bienes familiares, efectuadas a uno de los cónyuges en conformidad con lo dispuesto en el artículo 147 del Código Civil ‑de acuerdo a la nueva redacción que se le da en el articulo 30, Nº 7, de este proyecto‑, serán valoradas prudencialmente por el juez para determinar el crédito de participación en los gananciales.

El mencionado artículo 147 permite al juez constituir derechos reales de usufructo, uso o habitación sobre los bienes familiares, en favor del cónyuge no propietario, decisión que podrá adoptarse durante o después del matrimonio. Por tal motivo, explicaron los señores representantes del Ejecutivo, se estimó equitativo disponer, en el artículo en comento, que esos derechos que se hayan constituido sobre los bienes familiares se tomen en cuenta al momento de determinar el crédito de participación.

El H. Senador señor Fernández declaró que, en principio, no estaba de acuerdo con esta disposición, porque a su juicio se están confundiendo dos créditos que obeceden a distintas causas. Así, por ejemplo, un usufructo constituido en atención a obligaciones alimentarías es distinto e 11 independiente de los créditos que se originan por la participación en los gananciales, de modo que no seria justo compensarlos.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer señor Peña estimó que, puesto que ambos cónyuges están obligados a solventar las cargas de familia, de acuerdo a sus posibilidades, tomar en cuenta los aludidos derechos reales sería más justo para el cónyuge propietario, quien podría compensarlo en su momento castigando el crédito de participación en los gananciales, devengado a favor del otro cónyuge, en la parte en que a éste le habría correspondido subvenir a las cargas de familia.

‑ Se aprobó en forma unánime, al recibir los votos favorables de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 26

Determina el orden de precedencia de los bienes sobre los cuales el cónyuge titular del crédito de participación en los gananciales debe perseguir el pago: el dinero del deudor; los demás bienes muebles; los inmuebles; y, a falta o insuficiencia de todos ellos, los bienes donados entre vivos, sin su consentimiento o en fraude de sus, derechos. En este último. caso deberá proceder contra los donatarios en un orden inverso a las fechas de las donaciones, la acción para ello prescribe en cuatro años.

De esa manera, se sigue, en el inciso primero, la norma del artículo 1773 del Código Civil, sobre pago de recompensas, y en el inciso segundo el criterio consagrado en el artículo 1187 del mismo Código, relativo a la acción de inoficiosa donación.

‑Se Aprobó por unanimidad, con los votos de los MH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 27

Establece preferencia para los créditos contra un cónyuge, cuya causa sea anterior al término del régimen de bienes, por sobre el crédito de participación en los gananciales.

La regla general del, Código Civil es que los créditos no prefieren entre sí en razón de sus fechas, sino por las causas de preferencia. Pero en este caso se contempla la regla de preferencia en razón de las fechas, porque de lo contrario nadie contrataría con personas casadas bajo este régimen, toda vez que su crédito estaría supeditado a otro de monto incierto. Por lo demás, este tipo de preferencia lo sigue el Código en el artículo 2482, que regula el caso de los créditos de cuarta clase, los cuales, en general, son los de ciertas personas cuyos bienes están sometidos a administración.

Esta nueva causal de preferencia es independiente de la prelación de créditos del Código Civil, la que presupone un concurso de acreedores, por una parte, e insolvencia por la otra, lo que aquí no es necesario, ya que en la práctica, operará mediante tercerías de prelación. Además, no todas las preferencias están incluidas en el Título XLI del Libro IV del Código, por lo que no se rompe la sistematicidad del mismo.

El artículo 30, Nº 24, de este mismo proyecto, incorpora al Código Civil, como crédito de cuarta clase, el que tuviese el cónyuge por concepto de gananciales. Así, el crédito de participación tiene un doble estatuto desde el punto de vista de su preferencia: respecto de los créditos contraídos por terceros con posterioridad al término del régimen, tiene una preferencia de cuarta clase, y, respecto de los créditos cuya fecha sea anterior, no goza dé preferencia.

‑ Se acogió por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 28

Señala que la acción para pedir la liquidación de los gananciales se tramitará breve y sumariamente; prescribe en cinco años, contados desde el término del régimen, y no se suspende entre cónyuges, pero sí lo hace en favor de los herederos menores.

Es esta una acción ordinaria, por lo que el plazo de cinco años no aporta novedad alguna. No obstante, se consigna para aclarar las dudas que podría, suscitar la insuspensibilidad de la prescripción, ya que podría haberse entendido que era una de aquellas acciones que prescriben en corto tiempo, toda`, vez que ellas son las que habitualmente no se suspenden.

‑ Fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 29

Dispone que el régimen de participación en los gananciales termina por la muerte real o por la muerte presunta de un0 de los cónyuges; por la sentencia que declare la nulidad del matrimonio, el divorcio perpetuo o la separación de bienes, y por el. pacto de separación de bienes.

Respecto de la primera de dichas causales, consistente en la "muerte real" de uno de los cónyuges, la Comisión advirtió el cambio de nomenclatura que se produce en relación con los artículos 78 del Código Civil y 37 de la Ley de Matrimonio Civil, que se refieren a la "muerte natural". Si bien compartió el propósito de oponer el concepto de muerte real a la muerte presunta, contemplada en la segunda causal, le pareció suficiente dejar como primera causal la muerte de uno de los cónyuges,'eliminando el adjetivo que la seguía.

En cuanto a la tercera, cuarta y quinta causales, en que se requiere sentencia judicial, se entendió que ella debe estar firme o ejecutoriada, de acuerdo al principio general establecido en el artículo 175 del Código de Procedimiento Civil.

‑ Con la modificación antedicha, resultó aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 30

Introduce diversas modificaciones al Código Civil, las que se debatieron y votaron separadamente.

Nº 1

Sustituye el inciso primero del artículo 84 del Código Civil, con el único objeto de establecer el término del régimen de participación en los gananciales, si hubiere existido, por el decreto de posesión provisoria de los bienes del desaparecido.

‑ Quedó aprobado unánimemente, con la misma votación anterior.

Nº 2

Reemplaza el artículo 134 del Código Civil, a fin de disponer que ambos cónyuges deben proveer a las necesidades de la familia común. Si fuere necesario, el juez regulará la contribución, atendiendo las facultades económicas de los cónyuges y al régimen de bienes que medie entre ellos.

La Comisión tuvo presente la observación formulada por el Profesor señor Eyzaguirre, quien hizo notar que, en un matrimonio contraído bajo el régimen de sociedad conyugal, la responsabilidad alimenticia recae fundamentalmente sobre el marido, ya que es él quien administra la sociedad conyugal, situación que puede ser distinta en el caso de que el régimen sea el de separación de bienes y la mujer tenga bienes de igual o mayor consideración que los del marido. También en el régimen de participación en los gananciales, la contribución debiera ser proporcional a los bienes que tiene cada cónyuge.

Por ello, fue partidario de establecer que, en estos dos últimos casos, ambos cónyuges deberán contribuir en la medida de sus patrimonios. Estimó que, con el artículo propuesto, se consagraría una especie de obligación de la mujer de tener un trabajo remunerado, para proveer a las necesidades de la familia.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer, Profesor señor Peña, explicó que el actual artículo 134 pone de cargo del marido el sustento de la familia y sólo si éste carece de. bienes ese deber corresponde a la mujer, y el artículo 228 hace recaer los gastos de crianza de los hijos sobre la sociedad conyugal, y por ende sobre el marido como administrador de ella, a menos que los cónyuges estén separados de bienes, en cuyo caso corren por cuenta del marido, contribuyendo la mujer en la proporción que el juez determine. De lo anterior se colige que el Código Civil pone esta obligación de cargo de ambos cónyuges en proporción a sus patrimonios. Las normas originales se justificaban cuando el régimen de sociedad conyugal era el único existente, y por ser el marido el administrador de éste y de los bienes propios de la mujer, era lógico que pesara sobre él la carga, pero posteriormente se reformaron al incluirse el régimen de separación de bienes, de modo que aparece claro que la carga no es en razón del sexo, sino del régimen patrimonial existente.

A su juicio, lo que persigue la modificación es explicitar esta regla, debiendo tenerse en cuenta para determinar la contribución no sólo la capacidad económica de los cónyuges, sino también el régimen de bienes que mediare entré ellos. Así, si existe sociedad conyugal, el juez deberá seguir la regla del artículo 228 en su inciso primero, y si hay separación, aplicará el inciso segundo del mismo artículo. En el caso de la participación en los gananciales también debería aplicar el inciso segundo, pues los cónyuges se miran como separados de bienes en tanto, no concluya el régimen, por lo que este artículo simplemente recoge los principios ya existentes sobre la materia en el Código Civil.

Destacó que esta idea se complementa con el reemplazo del aludido inciso segundo del artículo 228 que se contempla en el Nº 10 del mismo artículo 30 del proyecto, en cuya virtud se señala que, si existe separación de bienes o régimen de participación en los gananciales, ambos cónyuges deben contribuir a los gastos en proporción a sus facultades.

En cuanto al concepto de "necesidades de la familia común", la Comisión dejó constancia que con él se alude a las "cargas de familia”, vale decir, a, aquellas obligaciones que surgen del hecho de existir la familia común, y que aparecen en el título XXII del Libro IV del Código Civil, en relación con los pagos de cargo de la sociedad conyugal, y en el Título IX del Libro IV del Código de Procedimiento Civil, a propósito de la insinuación de las donaciones, y no al concepto amplio de familia contenido en él artículo 815 del mismo Código.

‑ El numerando se acogió por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior.

Nº 3

Modifica el artículo 135 del Código Civil, para consultar la posibilidad de pactar el régimen de participación en los gananciales, al momento de inscribirse en Chile el matrimonio celebrado en el extranjero.

‑ Sometido a votación, resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Otero, Pacheco y Vodanovic.

Nº 4

Cambia la numeración de los artículos 145, 148 y 149 del Código Civil, que pasan a ser 138, 139 y 140, respectivamente, debiendo figurar entre paréntesis la numeración antigua.

‑ Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 5

Sustituye el artículo 145 del Código Civil, que pasa a ser 140, incorporando entre las excepciones a las reglas generales sobre obligaciones y derechos entre los cónyuges, la existencia de bienes familiares y el régimen de participación en los gananciales.

‑ Se acogió por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 6

Reemplaza la numeración de los párrafos 2, 3 y 4 del Título VI del Libro Primero del Código Civil, que pasan a ser párrafos 3, 4 y 5, respectivamente.

‑Fue aprobado por unanimidad. Votaron los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 7

Introduce un nuevo párrafo en el Título VI del Libro Primero del Código Civil, que llevará el número 2, compuesto por nueve artículos, en los cuales se tratan los bienes familiares.

Cada uno de esos artículos se debatió y votó en forma separada.

El artículo 141 consagra la posibilidad de declarar bien familiar -cualquiera sea el régimen patrimonial del matrimonio- el inmueble que sirva de residencia principal a la familia, que sea de propiedad de ambos cónyuges o de uno de ellos, y los muebles que guarnecen el hogar.

En seguida, regula la declaración, disponiendo que puede hacerla cual quiera de los cónyuges, mediante escritura pública, anotada al margen de la inscripción de dominio respectiva, y, si la afectación es parcial, debe protocolizarse además el plano de subdivisión respectivo. Si esto no fuere posible o no lo quisieren los cónyuges, la afectación comprenderá la casa habitación y los terrenos adyacentes de uso familiar.

Por otro lado, faculta al cónyuge propietario del inmueble, si la declaración fue hecha por el otro cónyuge, para impugnarla en cualquier tiempo alegando que el inmueble no es habitado por su cónyuge o por la familia común. La impugnación se tramitará breve y sumariamente. Además, se sanciona al cónyuge que hiciere fraudulentamente la declaración, con la indemnización de los perjuicios que ocasione.

Este artículo fue objeto de un exhaustivo análisis en la Comisión.

El H. Senador señor Fernández fue partidario de no crear la institución de los bienes familiares, porque en su opinión su utilidad es muy dudosa y, además, revestiría aspectos de inconstitucionalidad.

En el primer aspecto, estimó que esta institución, en el régimen de sociedad conyugal, carece de objeto, puesto que las adquisiciones a título oneroso durante el matrimonio son bienes sociales que, administrados ordinariamente por el marido o extraordinariamente por la mujer, requieren de autorización del otro cónyuge o de la autorización judicial, según administre uno u otro, para ser enajenados, gravados, arrendados, donados o dados en comodato. Tampoco pueden ser afectados por acciones de terceros en virtud de deudas indirectas, contraídas por uno de los cónyuges sin autorización del otro. Tales obligaciones pesan exclusivamente sobre los bienes propios del cónyuge que caucionó sin autorización del otro.

Admitió que podría argüirse que los bienes familiares tendrían utilidad en el régimen de sociedad conyugal cuando se trate de bienes propios de los cónyuges, pero estimó que en nuestra realidad social son excepcionalísimos los casos en que los cónyuges aportan inmuebles al matrimonio o los adquieren a título gratuito durante él.

Por lo expuesto, la creación de los bienes familiares sólo tendría utilidad en los regímenes de separación de bienes y de participación en los gananciales, pero tal utilidad es meramente teórica.

En efecto ‑puntualizó‑, la inmensa mayoría de los chilenos llega a adquirir una vivienda para establecer el hogar en virtud de algún tipo de crédito. Si la afectación del bien adquirido como familiar no se hace en el mismo acto de la adquisición, otorgamiento del crédito y la consiguiente constitución de la hipoteca en favor del acreedor, sino con posterioridad, tal afectación no producirá ningún efecto respecto, de éste y, en consecuencia, el acreedor hará efectivo su crédito en ese mismo bien si no se le paga oportunamente. Si por el contrario, la afectación se hace en el mismo acto, para ser oponible al acreedor debe consentir éste, cuestión que será muy improbable, toda vez que el acreedor estará en conocimiento de que, para el evento que no se pague el crédito, se le opondrá a la ejecución el correspondiente beneficio de excusión.

Agregó el H. Senador señor Fernández que, con respecto al problema de inconstitucionalidad, el proyecto permite que el cónyuge que no es dueño de un bien, lo afecte como tal por un acto unilateral de voluntad. Tal afectación impide a su dueño disponer de sus bienes propios afectados. En cuanto a la naturaleza jurídica de esta institución que permite al cónyuge no dueño entrabar la libre disposición de los bienes propios del otro cónyuge, de la lectura del artículo 142 le pareció evidente que no se trata de un derecho real, sino de un derecho personal que otorga al cónyuge no propietario la facultad de impedir que el otro cónyuge disponga de sus bienes propios afectados. Esta norma del artículo 142 es imperativa, e impone el requisito al cónyuge propietario de recabar el consentimiento de otro cónyuge para gravar o enajenar sus bienes. De esta manera, expresó, este derecho personal emanaría directamente de la ley, lo cual en su concepto sería inconstitucional.

Precisó que, de acuerdo al artículo 19 Nº 24 de la Constitución, "Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental". Así, las limitaciones y obligaciones que deriven de la función social de la propiedad, no pueden tener otro fundamento que los que establece la propia Carta en esa disposición.

Por otra parte, la Constitución establece en su artículo 19, Nº 26, que las garantías constitucionales no pueden ser afectadas en su esencia y, obviamente, la esencia del derecho de propiedad está constituida por las facultades de usar, gozar y disponer del bien sobre el cual se tiene dominio y, muy particularmente, por la facultad de disponer, que es la que distingue a este derecho real de todos los demás.

A este respecto, señaló que no puede pretender equipararse este derecho del cónyuge no propietario para afectar los bienes del otro cónyuge, impidiéndole su libre disposición, con las limitaciones que se establecen en la administración de la sociedad conyugal, antes que nada, porque estas tienen como fundamento la voluntad libre de ambos cónyuges de haberse sometido al régimen de sociedad conyugal, sin perjuicio de que la mayoría de esas limitaciones se refieren a la administración de los. bienes sociales que en definitiva van a pertenecer a ambos cónyuges, a título de gananciales.

En el sistema que contemple el proyecto, las limitaciones que se imponen emanan sólo de la ley, la que resulta ser contraria a la Constitución Política y, además, al espíritu de nuestra legislación, que está marcado, desde la dictación del Código Civil, por la idea de no entrabar la libre circulación de los bienes.

Manifestó que no le quita el vicio de inconstitucionalidad a las normas que se comentan, el hecho de permitir que el cónyuge propietario pueda reclamar al juez si está disconforme con la afectación, pues las garantías constitucionales deben poder ejercerse libremente y, por el contrario, se permite recurrir a la justicia cuando, en forma ¡legal o arbitraria, alguien impide o pretende impedir su libre ejercicio.

Por último, estimó que con la creación de esta institución de los bienes familiares, se. afecta el derecho de propiedad, puesto que se limita el derecho de prenda general que todo acreedor tiene sobre los bienes de su deudor, derecho de prenda que también está amparado por el artículo 19 Nº 24 de la Constitución. Sostuvo que no es válido argumentar que sólo se le afectará por el beneficio de excusión, puesto que, tal beneficio no proviene de un acto voluntario, como ocurre cuando se acepta una fianza, sino directamente de la ley.

Terminó diciendo que si la recta inteligencia del inciso tercero del nuevo artículo 147 que se propone para el Código Civil, en relación al artículo 148, fuera como parece desprenderse de su tenor literal, es decir, que la afectación de un bien en calidad de familiar no empece en nada a los acreedores que el cónyuge propietario tenía a la época de la afectación, no se produce problema alguno con el derecho de prenda general, pero la eficacia de la institución que se pretende crear puede llegar a desaparecer en la práctica, para dar un solo ejemplo, con la posibilidad de crear deudas para burlar la afectación, aún por medio de instrumentos privados antedatados.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer, don Carlos Peña, presentó un documentado informe, denominado "La protección de la vivienda familiar y el ordenamiento jurídico chileno", en el que examina la consistencia de la institución de los bienes familiares con las normas que gozan de supremacía, en el ordenamiento jurídico chileno, y reseñó sus líneas principales de argumentación frente a la Comisión.

Sostuvo que el Código Civil estableció un régimen matrimonial primario, entendiendo por tal un conjunto de preceptos que se imponen heterónomamente a la voluntad de los contrayentes del acto matrimonial y con prescindencia del régimen de bienes que entre ellos medie. Su fundamento es el levantamiento de las cargas del matrimonio, al cual se subordina el patrimonio de los cónyuges, quienes, pueden verse privados del dominio o sometidos a límites en su ejercicio. Desde este punto de vista, la institución de los bienes familiares no agrega al estatuto matrimonial primario ninguna carga distinta de las existentes, sino que sólo prevé una nueva forma de asegurar o garantir su cumplimiento.

El requisito de que el inmueble y los muebles que lo guarnecen sean de propiedad de alguno de los cónyuges demuestra que la justificación de la institución está en el hecho de que las cargas del matrimonio Ion oponibles patrimonialmente a quienes lo contrajeron. Pero no basta que el inmueble sea residencia principal de la familia, sino que es necesaria la declaración de ser bien familiar, que debe ser fidedigna. Lo que torna familiar al bien no es la voluntad unilateral del cónyuge declarante, sino el hecho de encontrarse en la situación fáctica prevista por la ley, puesto que es ésta la que le atribuye dicha consecuencia.

La declaración respectiva no afecta al derecho de prenda general de los acreedores anteriores, porque se les estaría desmedrando su derecho de dominio en razón de una circunstancia ‑las cargas de familla‑ que no les obligan. Respecto de los acreedores posteriores, la posibilidad de excusión es una circunstancia que conocerán 6 podrán saber mediante el sistema registra¡ y en tutela de sus propios intereses.

Desde el punto de vista del cónyuge no propietario, su voluntad es puramente declarativa, y además, no es un acto de autotutela, sino que de tutela de los intereses familiares. El derecho a intervenir en la administración del bien es, para este cónyuge, un derecho personal de base legal concedido en interés de la familia, que sólo le permite asentir o disentir fundadamente, enfrente de las decisiones dispositivas del propietario.

Para el cónyuge propietario, en cambio, la institución importa un desmedro de la autonomía de la voluntad, puesto que su facultad de disposición deja de ser omnímoda. Pero para que ello constituya una razón de inconstitucionalidad sería necesario que equivaliera a una, privación del dominio, o, a una limitación del mismo por justificaciones distintas a las autorizadas por el inciso segundo del número 24 del artículo 19 de la Constitución.

Nuestro ordenamiento jurídico contiene diversas instituciones relativas a la propiedad, que se fundan en el interés mediato. o inmediato de la familia, cuya naturaleza es igual a la que el proyecto denomina bienes familiares: el derecho de alimentos, que puede pagarse mediante derechos reales limitativos del dominio (artículo 11 de la ley 14.908); el usufructo legal del marido y el padre de familia (artículo 810, en relación con los artículos 243 y 1753 del Código Civil); la administración y usufructo de los bienes propios de la mujer por parte del marido (Párrafo tercero del Título XXII del Código Civil); las asignaciones forzosas (Título V del Libro III del Código Civil), y las donaciones entre vivos (artículo 1 401 del Código Civil y 889 y 890 del Código de Procedimiento Civil).

Se preguntó el Profesor Peña si, la protección de la familia es, desde el punto de vista constitucional, una razón justificatoria suficiente para que la ley limite el derecho de propiedad.

Para ello debe partirse del supuesto, establecido por la doctrina y por el Excmo. Tribunal Constitucional, de que, al tiempo de juzgar la constitucionalidad de un precepto legal, debe estarse a la totalidad del texto constitucional, evitando intentar su esclarecimiento por separado y procurando siempre maximizar los fines que el constituyente declara por modo explícito.

En el caso en análisis deben, pues, no sólo tenerse presentes los preceptos del número 24 del artículo 19 de la Constitución, sino que el artículo 11 de la misma Carta ‑atendido que, al decir del Tribunal Constitucional, "orienta al intérprete en su misión de declarar y explicar el verdadero sentido y alcance del resto de la preceptiva constitucional‑, y, por su alcance general, la garantía de la protección esencial de los derechos que consagra el número 26 del artículo 19.

Deteniéndose en el número 24 del artículo 19, advirtió que, en virtud de esa disposición, si bien el legislador puede regular la propiedad (en el triple sentido de establecer los modos de adquirirla, ejercerla y limitarla), esa regulación no puede traducirse en una privación de un atributo esencial del dominio (puesto que ello constituiría expropiación), ni tampoco puede importar cualesquiera limitación (puesto que sólo puede establecerse alguna de aquellas que resultan exigidas por lo que comprende la función social del dominio).

Recordó que las actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución demuestran que los comisionados entendieron que la esencia del derecho su pone un contenido mínimo que ningún texto legal podría transgredir sin ser expropiatorio, lo que no impediría, de otra parte, que ese contenido mínimo pueda evolucionar.

El Tribunal Constitucional, a su vez, siguiendo los principios del Tribunal Constitucional español (trasunto, a su tumo, del alemán), ha entendido que «un derecho es afectado en su esencia cuando se le priva de aquello que le es consustancial, de manera tal que deja de ser reconocible, y que se impide el libre ejercicio en aquellos casos en que el legislador lo somete a exigencias que lo hacen irrealizable, lo entraban más allá de lo razonable o lo privan de tutela jurídica".

En consecuencia, se priva del dominio a un sujeto toda vez que, por modo heterónomo (esto es, con prescindencia de su voluntad), dicho sujeto deja de ser titular del derecho real que define el artículo 582 del Código Civil o toda vez que heterónomamente se vea desprovisto de la facultad de uso, goce o disposición respecto de la cosa sobre que su dominio recae.

A su vez, limitar un derecho supone someter el ejercicio del derecho en cuestión o de alguna de sus facultades a requisitos de forma o de fondo que no le pertenecen naturalmente. Limitar la propiedad, pues, alude a una situación mucho más tenue que la prevista como limitación por el Código Civil y que puso de manifiesto el Tribunal Constitucional al pronunciarse acerca del sentido del verbo restringir, en sentencia de 7 de junio de 1985.

Hizo hincapié en que la garantía de respeto a la esencia del derecho no sólo existe en los sistemas constitucionales que explícitamente la consagran ‑el alemán, el español, el portugués, el chileno‑, sino en toda la jurisprudencia constitucional europea; así, en Francia, Austria e Italia.

No obstante lo anterior, en Francia y España existe la institución de los bienes familiares en la modalidad que recoge el proyecto que se analiza. Ello se explica porque dicha institución no importa afectar el derecho en su esencia: no se traduce en una alteración de su tipicidad, ni en la privación de un atributo que le sea inherente.

Aseguró que la única facultad inherente al dominio que se ve afectada es la, de disposición, pero nada más que en una modalidad de su ejercicio. Lo único que se concede al cónyuge no propietario es la facultad de asentir o disentir, en interés de la familia, de las iniciativas que, en cuanto a la enajenación o al gravamen, adopte el propietario. No hay duda, pues, que se trata de una limitación y no de una privación del derecho de dominio.

Por tal motivo, estimó que el proyecto satisface el principio de reserva legal, porque lo que toma familiar el bien es su situación fáctica, es la ley la que establece con precisión la circunstancia en cuya virtud el bien es familiar. La función del juez, a su tumo, es meramente constatar que, en la especie, se verifique esa circunstancia fáctica, a saber, que el bien esté destinado a residencia principal de la familia​

En cuanto a las, razones justificatorias de la limitación, el sentido del precepto constitucional es que cualquiera limitación que exorbite lo exigido por: la función social de la propiedad, resulta inconstitucional.

De los elementos que comprende la función social de la propiedad, se detuvo en particular en los “intereses generales de la nación". Ellos ‑según se dijo en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución‑ se encuentran relacionados con el bien común, lo que permit4la interpretación teleológica y sistemática del inciso segundo del número 24 del artículo 19 ‑como postula el Tribunal Constitucional y la dogmática constitucional comparada‑‑‑, a la luz del artículo 11 de la Carta Fundamental.

La preeminencia que desde el punto de vista valórico concede este artículo a la familia resulta coincidente con el derecho internacional de los derechos humanos que los órganos del Estado, en conformidad a lo previsto por el artículo S' de la Constitución de 1980, deben respetar y pro mover, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 23) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículos 17, 27 y 32). Consideró que no se requiere sustentar la tesis de la supremacía constitucional de tales normas para sostener que, en mérito a ellos, puede limitarse la propiedad.

Concluyó afirmando que no se trasgrede, pues, la Constitución, sino que se la cumple, cuando, en ejercicio de la autoridad política, el órgano del Estado procede, prudentemente, sin desmedrar la esencia del dominio, a limitar la propiedad e n aras de fortalecer los intereses de la familia.

Los HIL Senadores señores Diez y Fernández expresaron que no se oponían a la institución de los bienes familiares,, sino a la forma de constituirla que se establece en el proyecto y que, a juicio de ambos, por las razones dadas por el H. Senador señor Fernández, afecta el derecho de propiedad. Este problema se subsanaría ‑opinaron‑, con la intervención de un órgano jurisdiccional.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer, señor Peña, manifestó que el proyecto contiene medidas adecuadas para precaver los abusos que se pudieran producir, por ejemplo la sanción de indemnización de perjuicios para el cónyuge que hiciere fraudulentamente la declaración, y la posibilidad de reclamar ante la justicia, en caso que el cónyuge propietario estime que no corresponde la declaración de bien familiar. Hizo presente su convicción de que esta materia no es propia de un tribunal sino que de un ministro de fe.

Al término del debate, la Comisión estimó que, por razones de prudencia, era conveniente entregar la declaración de bien familiar a la decisión de un órgano jurisdiccional, y que la sola presentación de la solicitud configure provisoriamente al bien como familiar, a fin de evitar posibles fraudes. Esta declaración provisoria subsistirá mientras no exista sentencia ejecutoriada que acoja o rechace la solicitud.

Asimismo, se acordó reglar el procedimiento por el cual el tribunal conocerá de esta declaración y los trámites respectivos en el registro conservatorio.

Se juzgó innecesario dar normas sobre afectaciones parciales de un inmueble, por ser una situación que deberá resolverse dentro de las reglas generables aplicables a esta institución.

‑ Sometido a votación el artículo con su nueva redacción, fue aprobado por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señora Soto y señores Fernández y Pacheco.

El artículo 142 dispone que los bienes declarados familiares no pueden ser enajenados ni gravados voluntariamente, ni pueden celebrarse promesas sobre ellos en este sentido, ni celebrarse contratos concedan derechos personales de uso o de goce sobre los mismos sino concurriendo la voluntad de ambos cónyuges.

La voluntad del cónyuge no propietario que no intervenga en el acto deberá hacerse constar por escrito, o por escritura pública si el acto lo exigiere, 0 por medio de mandato especial.

‑ Fue aprobado por la Comisión sin observaciones, con los votos afirmativos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez,, Fernández y Pacheco.

El artícu1o 143 habilita al cónyuge no propietario para pedir la rescisión del acto, cuando no se hubieren cumplido las formalidades que exige el artículo anterior.

Añade que los terceros adquirentes de derechos sobre un inmueble que es bien familiar, estarán de mala fe para los efectos de las obligaciones restitutorias que la declaración de nulidad origine.

Durante la discusión de este artículo surgió la duda acerca de la situación de los terceros adquirentes de bienes muebles no sometidos a registro, entendiéndose que ellos deben regirse por las reglas probatorias del derecho común acerca de la buena fe, es decir, los artículos 1490 y 1491 del Código civil.

Respecto del inciso segundo, el H. Senador señor Diez objetó la presunción de mala fe, la cual, a su juicio, implica haber tenido un grado de conocimiento que configura en el tercero una conducta ilegítima destinada a obtener un beneficio.

Se repuso que la presunción operará cuando consta la declaración de bien familiar al margen de la inscripción del inmueble, y que la buena o mala fe alude, como se desprende de los artículos 706 y 1490 del Código Civil, a un, estado de conocimiento presunto.

‑ Dividida la votación respecto del artículo, quedó aprobado por unanimidad el inciso primero, con los votos favorables de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

‑ El inciso segundo se acogió con los votos a favor de los HH. Senadores señora Soto y señores Fernández y Pacheco y el voto en contra del senador señor Diez.

El art1culo 144 establece que el juez podrá suplir la voluntad del cónyuge no propietario en caso de imposibilidad o negativa de éste, que no se funde 1 en el interés de la familia, para concurrir a los actos. en que se la requiera. El juez deberá obrar con conocimiento de causa, y con citación del cónyuge que, se negare.

‑Resultó acogido sin observaciones por la unanimidad de los HH. Senadores presentes señora Soto y señores Diez, Fernández; y Pacheco.

El artículo 145 permite a los cónyuges, de consuno, desafectar un bien familiar, por escritura pública anotada al margen de la inscripción sise trata de un inmueble.

El cónyuge propietario, en procedimiento breve y sumario, podrá pedir al juez la desafectación de un bien familiar, fundado en que no está actualmente destinado a residencia principal de la familia.

‑ Se aprobó por unanimidad, con la votación anterior.

El artículo 146 hace aplicables las disposiciones anteriores a los derechos o acciones que los cónyuges tengan en sociedades propietarias de un inmueble que sea residencia principal de la familla. Afectados esos derechos mediante escritura pública, anotada o inscrita en su caso, se requiere la voluntad de ambos cónyuges para realizar cualquier acto de socio o accionista.

Durante la discusión que se suscitó a raíz de este artículo, la Comisión analizó las opciones existentes para solucionar la aplicación de la calidad de bien familiar respecto de estos bienes, que pertenecen a una persona jurídica distinta de los cónyuges, en la cual éstos tienen solamente derechos personales, a través de las acciones.

La conclusión fue dar la calidad de familiares a los derechos sociales ‑‑como lo plantea, el inciso primero‑, lo que comprende, naturalmente, los actos de disposición de tales derechos o acciones, y, además,' requerir la concurrencia de voluntades de ambos cónyuges para los actos que deban realizarse como socio o accionista, siempre que recaigan sobre el bien familiar, ya que la sociedad puede tener otros negocios o los socios realizar gestiones sociales no relacionadas con dichos bienes, y no tendría sentido afectar toda la gestión social.

Por este motivo, se acordó agregar una frase al final del inciso segundo, restringiendo la limitación a aquellas gestiones relacionadas con el bien familiar. Para mayor claridad, hubo consenso en precisar que en estos casos se requiere "asin1dsmo" las voluntades de los dos cónyuges, toda vez que ellos también se requieren por aplicación del inciso primero, para los actos relacionados con los derechos y acciones.

Se evaluó también el caso de las comunidades, considerándose que, si es declarado bien familiar un inmueble que pertenece a varios comuneros, esta situación queda entregada a las reglas generales, en que cualquier comunero puede pedir la partición, excepto el cónyuge comunero, quien necesitaría la voluntad de su consorte.

‑ Con los cambios antedichos, el artículo fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

El artículo 147 faculta al juez para que, durante o después del matrimonio, atribuya al cónyuge no propietario el usufructo, uso o habitación sobre los bienes familiares, y fije una renta si pareciera equitativo. La atribución de estos derechos no perjudica a, los acreedores que tenía el cónyuge propietario a la fecha de su constitución, ni aprovecha a los del cónyuge no propietario.

Reparó la Comisión que es inadecuado hablar de "durante o después del matrimonio", toda vez que se trata de un régimen patrimonial que, en principio, supone la existencia del matrimonio. Compartió, no obstante, la idea de que, efectuada durante el matrimonio la declaración de bien familiar, se pueda extender la protección de esa institución después de disuelto el matrimonio, a la familia sobreviviente, pero creyó más propio hacer mención expresa de la disolución.

De esa forma, será titular de esta acción tanto el cónyuge, como quien haya dejado de serlo, por ejemplo, a causa de la declaración de nulidad de matrimonio.

El asesor del Servicio Nacional de la Mujer, señor Peña, explicó que efectivamente los bienes familiares suponen la existencia del matrimonio, pero pueden perdurar más allá de él, por ejemplo en el caso de muerte de uno de los cónyuges, en qué puede haber otros causahabientes que no tengan obligaciones para con la familia. En tal evento, parece justo que se imponga el pago de una renta por, los derechos que se atribuyan al cónyuge no propietario, considerando que ellos afectarán a los demás comuneros o causahabientes, quienes quedarán en una especie de indivisión forzosa.

La Comisión prefirió que el juez, en vez de contar específicamente con la atribución de fijar una renta, pueda determinar las obligaciones o modalidades que fuesen equitativas.

Por otra parte, mantuvo la, facultad judicial de otorgar estos derechos de acuerdo a las circunstancias, pero consideró indispensable que, al mismo tiempo, fije el plazo por el cual se concederán.

Tuvo en cuenta que la atribución de estos derechos es sin perjuicio de la obligación de los beneficiarios de rendir caución e inventario, de conformidad a las reglas generales.'

‑ Con las modificaciones acordadas, el artículo quedó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

El artículo 148 concede al cónyuge reconvenido el beneficio de excusión, en virtud del cual puede exigir que antes de procederse contra los bienes familiares se persiga el crédito en otros bienes del deudor. Para este efecto se aplicarán, en cuanto correspondan, las disposiciones del Código Civil sobre la fianza.

‑ El artículo propuesto fue aprobado por unanimidad, incluyéndole una sola modificación, que consiste en precisar que los bienes que gozan del beneficio de excusión son los bienes familiares. Votaron favorablemente los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

El artículo 149 establece que es nula cualquiera estipulación que contravenga las disposiciones de este nuevo párrafo que se agrega al Código Civil.

El H. Senador señor Diez propuso aludir simplemente a que las normas de este título son de orden público, pero la Comisión prefirió, por razones de claridad, mantener la redacción propuesta.

‑ Se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 8

Modifica el artículo 155 del Código Civil en dos aspectos: la letra a) autoriza la separación judicial de bienes en caso de separación de hecho de los cónyuges, y la letra b) establece que, si hay riesgo inminente de que los negocios del marido caigan en mal estado, aquél puede oponerse a la separación, rindiendo caución que asegure los intereses de la mujer.

Ambas letras se discutieron y votaron en forma separada.

Letra a)

La Comisión examinó la conveniencia de agregar como causal la separación de hecho de los cónyuges, por estimar que se trata de una situación precaria, de difícil prueba, y que podría transformarse en un factor que acelere la ruptura matrimonial.

Se tuvo en cuenta, al efecto, el actúa¡ inciso tercero del artículo 155, que permite a la mujer pedir la separación de bienes transcurrido un año desde que se produce la ausencia del marido, sin justa causa, requisito este último que fluye de la remisión al artículo 21, Nº 8, de la Ley de Matrimonio Civil.

En esas condiciones, la Comisión estimó necesario agregar un nuevo inciso al artículo 155, y prefirió mantener la actual redacción del inciso tercero, pero agregándole una frase que haga aplicable la misma norma cuando, sin mediar ausencia, existe separación de hecho de los cónyuges. De tal forma, será necesario que la separación de hecho se haya prolongado a lo menos un año para que pueda pedirse la separación de bienes. 

‑ Con la nueva redacción propuesta esta letra fue aprobada en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Letra b)

‑ Se acogió en forma unánime la redacción propuesta, con la misma votación anterior.

Nº 9

Reemplaza el artículo 158 del Código Civil, haciendo aplicables a ambos cónyuges, en el régimen de participación de gananciales, las disposiciones sobre la separación de bienes que ahora se refieren solamente a la mujer, y que le impiden renunciar en las capitulaciones matrimoniales a la facultad de pedir la separación de bienes; le exigen estar autorizada por un curador especial para solicitarla, si es menor de edad, y le permiten recabar judicialmente dicha separación.

‑ No fue objeto de observaciones, aprobándose por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández. y Pacheco.

Nº 10

Sustituye el inciso segundo del artículo 228 del Código Civil, haciendo recaer sobre ambos cónyuges, en proporción a sus facultades, los gastos de crianza, educación y establecimiento de los hijos legítimos, si existe separación de bienes o participación en los gananciales.

‑ Se aprobó sin observaciones, por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 11

Modifica el artículo 243 del Código Civil, habilitando a la madre casada en régimen de participación en los gananciales ‑además de aquella casada con separación total de bienes para asumir el usufructo legal de los bienes del hijo de familia, cuando no le corresponda al padre.

El artículo sólo agrega a las normas que modifica la circunstancia de encontrarse la mujer casada en régimen de participación en los gananciales.

‑ Fue aprobado por la unanimidad de la Comisión, con la misma votación registrada en el número anterior.

Nº 12

Deroga el Nº 1 del artículo 448 del Código Civil, que obliga a deferir la curaduría por usurpación al marido no divorciado.

La disposición propuesta guarda concordancia con el nuevo texto que el proyecto contiene del artículo 450 del Código Civil, en el sentido que ninguno de los cónyuges puede ser curador de su marido o mujer disipadora.

‑ Resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 13

Reemplaza el artículo 450 del Código Civil, para prohibir que un cónyuge sea curador del otro declarado disipador. Actualmente, en el caso de la mujer la curaduría se defiere al marido no divorciado, pero ella no puede ser curadora de su marido disipador.

‑ Quedó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 14

Sustituye el inciso final del artículo 503 del Código Civil, permitiendo que en el caso de las curadurías constituidas por razones distintas de la disipación, que se defiera la guarda al marido o a la mujer, si media entre ambos régimen de participación en los gananciales.

‑ Por tratarse simplemente de la agregación del régimen de participación en los gananciales, se aprobó por unanimidad. Votaron favorablemente los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 15

Cambia el Nº 5 del artículo 514, a fin de reemplazar a las mujeres, entre las personas que pueden excusarse de la tutela o curaduría, por el padre o madre que tenga a su cargo el cuidado cotidiano del hogar.

‑ La Comisión aprobó este número por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 16

Reemplaza en el artículo 1076 del Código Civil la referencia a la mujer soltera o viuda por "la person0 que se encuentre en ese estado, como aquella a cuya subsistencia se puede proveer no obstante la existencia de una asignación testamentaria condicional, que no valdrá si no acaece el suceso positivo o si acaece el negativo.

‑Sometido a votación, se acogió por unanimidad, con la misma votación anterior.

Nº 17

Sustituye el inciso segundo del artículo 1176 del Código Civil, con el objeto de comprender el crédito de participación en los gananciales en fa regla que contempla las imputaciones a la porción conyugal para determinar la porción conyugal complementaria, para el caso de que el cónyuge sobreviviente tuviere bienes, pero no de tanto valor como la porción conyugal integra.

‑ Sólo incorpora la situación que se produce con el régimen de participación en los gananciales, por lo que la Comisión lo aprobó unánimemente. Estuvieron por la aprobación los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 18

Agrega al artículo 1180 del Código Civil, un nuevo inciso tercero, que prohíbe la confusión entre las calidades de acreedor de gananciales y de sucesor a título de porción conyugal en el patrimonio del difunto.

Lo anterior, por cuanto en la sociedad conyugal el cónyuge sobreviviente Pasa a ser comunero de los herederos, pero en el régimen de participación en los gananciales será a la vez acreedor del difunto por los gananciales y sucesor por concepto de porción conyugal.

‑ La Comisión lo aprobó por unanimidad con la misma votación anterior.

Nº 19

Incorpora al final del artículo 1715 del Código Civil una frase, permitiendo que en las capitulaciones matrimoniales que se celebren en el acto del matrimonio, se pacte tanto separación total de bienes como régimen de participación en los gananciales.

‑ Se acogió, por igual votación.

Nº 20

Altera el inciso primero del artículo 1716 del Código Civil para comprender tanto el caso de separación total de bienes como el de participación en los gananciales, en la norma qué considera suficiente que el pacto respectivo conste en la inscripción cuando se, ha estipulado en el acto del matrimonio, sin necesidad de cumplir los requisitos dé escritura pública y subinscripción, procedentes cuando las capitulaciones se celebran antes del matrimonio.

‑ Se aprobó sin observaciones, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 21

Modifica el artículo 1719 del Código Civil, ‑que dispone que la renuncia a los gananciales de la mujer casada en sociedad conyugal antes del matrimonio o después de la disolución de la sociedad, es sin perjuicio de los efectos legales de la separación de bienes y del divorcio‑, para agregar a estos últimos la participación en los gananciales.

‑Se aprobó con la misma votación anterior.

Nº 22

Sustituye el artículo 1723 del Código Civil, a fin de permitir que, durante el matrimonio, los cónyuges mayores de edad sustituyan el régimen de sociedad de bienes por el de participación en los gananciales o por el de separación total, y el de separación total por el de participación en los gananciales, manteniendo las formalidades que debe cumplir el pacto.

‑ Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 23

Cambia el Nº 5 del artículo 1764 del Código Civil, para incorporar el pacto de participación en los gananciales entre las causales de disolución de la suciedad conyugal.

‑ Quedó aprobado sin observaciones, con la misma votación anterior.

Nº 24

Sustituye el N` 3 del artículo 2481 del Código Civil, considerando en la cuarta clase de créditos los que tuviere n los cónyuges por gananciales, junto con el crédito de la mujer sobre los bienes del marido, por los bienes de propiedad de ella que administra éste.

La Comisión dejó constancia que el crédito preferirá desde la fecha de inicio del régimen, que puede ser la del matrimonio o una posterior. Ello, en aplicación de la norma contenida en el encabezamiento del artículo 2482 del Código Civil, toda vez que la referencia a la fecha del matrimonio que efectúa más adelante el mismo artículo sólo será pertinente cuando coincida con el inicio del régimen de participación en los gananciales.

‑Resultó aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores antes mencionados.

Nº 25

Altera el artículo 2483 del Código Civil como consecuencia de la modificación anterior, con el propósito de precisar que este artículo ‑que indica los bienes sobre los cuales se entienden constituidas las preferencias‑ se refiere sólo al evento de que haya sociedad conyugal en el caso del aludido número.

‑ Fue aprobado por unanimidad por tratarse de una norma de mera adecuación. Concurrieron con su voto los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Nº 26

Reemplaza en el artículo 2485 del Código Civil la mención del marido por otra que realiza a alguno de los cónyuges, entre aquellas personas cuya confesión no hace prueba por sí sola contra los acreedores.

‑ Se aceptó por unanimidad con la misma votación anterior.

Artículo 31

Introduce diversas modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil.

Nº 1

Sustituye el artículo 71 de dicha ley, reemplazando la prohibición para la mujer de contraer matrimonio con su co‑reo en el delito de adulterio, por otra, que es común a hombre y mujer.

‑ Fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco, y se, abstuvo la H. Senadora señora Soto.

Nº 2

Agrega un nuevo inciso primero al artículo 10 de la ley, estableciendo que el oficial del Registro Civil debe informar a los futuros contrayentes verbalmente y por escrito sobré los distintos regímenes patrimoniales del matrimonio, lo que también debe hacer antes de inscribir un matrimonio celebrado en el extranjero por un chileno o entre dos chilenos.

La inclusión de este número mereció dudas en el seno de la Comisión, por cuanto el oficial del Registro Civil no debería influir en los contrayentes para que adopten un régimen determinado, y si se quiere promocionar el nuevo sistema, debería hacerse a través de otros medios de publicidad.

Después de un intercambio de opiniones la Comisión estimó conveniente entregar información sobre los distintos sistemas, sin inducir a los contrayentes por uno u otro y sin que ello entorpezca la celebración del matrimonio. Por tal motivo, se sustituyó la conjunción "y" por la disyuntiva "o" permitiendo que se entregue sólo información escrita, o sólo oral, de acuerdo a las circunstancias.

Además, se acordó suprimir la referencia al artículo 40, Nº 3 de la Ley sobre Registro Civil, referido a los matrimonios celebrados en el extranjero, por las dificultades prácticas que involucra, ya que la inscripción puede ser requerida por uno solo de los cónyuges o por un apoderado, caso en el cual su mandato debería consignar el régimen patrimonial por el que se opta, y si nada se expresa, se entiende que acceden al régimen de separación de bienes.

‑ Con las modificaciones antedichas, resultó aprobado por unanimidad por los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco. ,

Nº 3

Sustituye las causales quinta y sexta del artículo 21 de la referida ley, para que, entre las causales de divorcio, se cambien por referencia a "cualquiera de los cónyuges" las que se hacen en la actualidad al marido y a la mujer, respectivamente, en cuanto a la avaricia y a la negativa a seguir al otro.

La Comisión concordó con la idea de hacer aplicables a ambos cónyuges las causales de divorcio basadas en la avaricia y en la negativa a seguir al otro, pero, este último caso, la Comisión estimó que la negativa debe referirse a vivir en el hogar común, en concordancia con el texto vigente del artículo 133 del Código Civil.

El H. Senador señor Fernández formuló indicación para suprimir la causal Nº 10 del mismo artículo 21, que se refiere a la existencia de una enfermedad grave, incurable y contagiosa, por estimar que es moralmente reprobable impetrar el divorcio por esa circunstancia, ya que uno de los fundamentos del matrimonio es el auxilio mutuo, el cual se debe manifestar especialmente en los estados de enfermedad.

‑ La indicación se acogió en forma unánime, con la misma votación anterior, quedando consultada en un número 4 nuevo de este artículo.

‑Puesto en votación el número 3 en comentario, con sus modificaciones, resultó también aprobado en la misma forma.

Artículo 32

Efectúa cambios en la Ley de Registro Civil.

Nº 1

Modifica el artículo 38 del mencionado cuerpo legal en dos aspectos:

a) Sustituye el inciso segundo, permitiendo que en las capitulaciones matrimoniales que se celebren en el acto del matrimonio, se pacte tanto separación total de bienes como régimen de participación en los gananciales.

b) Agrega un inciso tercero que ordena al oficial del Registro Civil expresarles esa posibilidad, y el hecho de que, si nada dicen, se entenderán casados en régimen de sociedad conyugal.

Nº 2


Reemplaza el número 11 del artículo 39 de dicha ley, incluyendo entre las menciones que debe contener la inscripción de matrimonio, el testimonio de haberse pactado participación en los gananciales, cuando la hubiesen convenido en el acto del matrimonio.

‑Los dos números de que consta este artículo contienen disposiciones de adecuación, por lo que fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 33


Deroga el inciso tercero del artículo 21 de la ley N` 7.613, que establece que la incapacidad para adoptar en razón de carecer de la libre disposición de sus bienes no rige respecto de la mujer casada.

‑El precepto en cuestión carece de sentido desde la entrada en vigencia de la ley NI 18.802, que estableció la plena capacidad de la mujer casada.


Fue aprobado en forma unánime, con la misma votación anterior.

Artículo 34


Elimina en el inciso segundo del artículo 51 de la ley NI 18.703, sobre adopción de menores, similar oración a la que se deroga en el artículo anterior, alusiva a que la incapacidad de la mujer casada en razón de carecer de la libre administración de los bienes, no le impide adoptar.

‑Persigue el mismo objetivo que el artículo anterior, por lo que resultó aprobado de igual forma.

Artículo 35


Sustituye el inciso primero del artículo 19 de la ley NO 14.908, permitiendo a cualquiera de los cónyuges ‑y no sólo a la mujer solicitar la separación de bienes si el otro, obligado al pago de pensiones alimenticias, hubiese sido apremiado por dos veces para dar cumplimiento a ese deber.

‑Fue aprobado con la misma votación anterior.

Artículo 36


Suprime los artículos 375 al 381 del Código Penal, despenalizando el adulterio y el amancebamiento y deroga todos los artículos del Código Penal comprendidos en el párrafo que los sanciona.

El H. Senador señor Pacheco se pronunció en contra de la desincriminación del adulterio. Advirtió que no se trata sólo de la supresión de la pena a un delito que permanece como tal, sino que de hacer desaparecer el tipo penal "adulterio” esto es, no es despenalizar sino desincriminar.


Consideró fuera de toda duda que el adulterio es un mal que destruye el matrimonio, porque se traiciona la palabra pronunciada. La entrega mutua de los cónyuges pierde, entonces, el sentido de la donación y de la exclusividad y el matrimonio, que debe ser indisoluble y por toda la vida, cede al capricho del momento. El adulterio hace daño a ambos cónyuges y es un daño muy difícil de reparar. Por otra parte, entre sus víctimas principales e inocentes está los hijos. Finalmente, el quiebre de una familia significa el debilitamiento de la misma sociedad, compuesta de familias.


Si el adulterio es un mal tan grave, es importante y justo que la sociedad establezca un límite a la actuación personal en la esfera de lo sexual, afirmando claramente que esta falta a la fe conyugal es un ilícito civil y un ilícito penal. 


Otra cosa es discutir el tipo de pena que debería aplicarse al adúltero y ‑como lo establecía el proyecto del Ejecutivo‑ establecer igualdad en el tratamiento de los cónyuges frente al Ilícito. Pero ello supone justamente la existencia del ilícito, que desaparece en el proyecto en informe.


Agregó que el hecho de mantener penalizada la conducta adúltera sirve, al menos, para que exista un signo claro de que la sociedad jurídicamente organizada no considera el adulterio como algo neutro, ni menos normal. Esto no deja de ser importante en atención a la categoría social del bien jurídico protegido, esto es, la fortaleza de la institución matrimonial. Sirve, además, para indicar que no toda especie de relación entre individuos de la especie humana por el sólo hecho que incluya un uso sexual de sus cuerpos, debe ser considerada como aceptable moral y jurídicamente.


La existencia del ¡lícito penal es necesaria también para indicar que la 11‑bertad sexual no puede ser absoluta. Una libertad que no se asiente en el reconocimiento de la naturaleza física y espiritual de la persona humana no es más que una trampa en la cual se esconde la destrucción de lo humano de nuestro ser. Ciertamente, para ello no somos libres, ni puede la sociedad asistir impasible a tal tipo de libertinajes.


Asimismo, debe tenerse en consideración que las limitaciones a la libertad sexual sirven de fundamento a otros ilícitos como los abusos deshonestos, la sodomía simple, el incesto, etc., los que verían debilitada su base jurídica de sustentación si desapareciere el delito de adulterio, en beneficio de la libre expansión sexual individual.


Manifestó que la sociedad tiene el derecho y el deber de establecer que la libertad es un poder orientado al desarrollo del ser humano y no a su envilecimiento. Caída esta premisa fundamental, la sociedad iría al individualismo más corrosivo, pues estaría obligada a tener que tolerar que toda conducta ejercida con libertad de opción, en la esfera privada, fuere jurídicamente intangible. Ello nos conduce al despeñadero de la legalización del consumo privado de drogas y a la aceptación del culto privado de todo tipo de aberraciones bajo cobertura de la libertad de culto, entre otras funestas consecuencias.


Sostuvo que el conjunto de estas observaciones lo lleva a rechazar con energía la desaparición del tipo penal "adulterio", como una iniciativa que atenta contra la familia, pues la familia precisamente está constituida en el vínculo matrimonial indisoluble, libremente contraído y públicamente afirmado. Esta familia, como una comunidad de amor y de solidaridad, abierta a la transmisión de la vida, es destruida por el adulterio.


Por último, hizo presente que la indicación aprobada en la Cámara de Diputados adolece de graves vicios de técnica legislativa. Al margen de su dudosa constitucionalidad, en atención al artículo 11 de nuestra Carta Fundamental, la desincriminación del adulterio es por entero ajena a las ideas matrices de un proyecto de ley que se refiere al régimen patrimonial del matrimonio. No puede alegarse que aquí se busca velar por el principio de igualdad ante la ley referida a la mujer, como justamente lo expresó el Mensaje del Ejecutivo. En efecto, al abolir el término de comparación (el tipo penal adulterio), no es ya posible hablar de igualdad entre hombre y mujer ante la ley y no es jurídicamente ni éticamente admisible que exista igualdad para ser adúlteros.


Por todo lo expuesto, se manifestó partidario de reemplazar este numerando por otro de idéntico tenor al propuesto en su oportunidad por el Ejecutivo, el que equipara a ambos cónyuges como posibles sujetos activos del delito y adecua los demás preceptos del respectivo párrafo del Código Penal.


Los HH. Senadores señores Diez y Fernández coincidieron plenamente con los conceptos vertidos por el H. Senador Pacheco y suscribieron en conjunto con él la indicación propuesta.


La H. Senadora Soto señaló que en su opinión es una mala técnica legislativa introducir este tema en un proyecto de ley sobre el régimen patrimonial del matrimonio. Puso de relieve, sin embargo, que el matrimonio está basado en el amor y ello implica también saber perdonar al cónyuge que ha faltado. En cambio, el hecho de penalizar esa conducta va en un sentido opuesto, por cuanto se obliga al otro cónyuge a repudiarlo.


Por otra parte, agregó en su trayectoria profesional como abogado, le correspondió conocer muchos casos en que el adulterio era utilizado como un medio para presionar al otro cónyuge a conceder ventajas o beneficios económicos o de otra índole, situación que es muy grave y que el legislador no puede desconocer.


Sometida a votación la indicación sustitutiva de los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Pacheco, fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente sus autores y se abstuvo la H. Senadora señora Soto.

Artículo 37


Deroga los preceptos legales contrarios o inconciliables con esta ley, y dispone que las normas no derogadas deben interpretarse en conformidad con los principios que rigen el régimen de participación en los gananciales, cuando éste existiere entre los cónyuges.

‑Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señora Soto, y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo 38


Dispone que la ley entra en vigencia transcurridos tres meses desde su publicación, con excepción del párrafo sobre bienes familiares.


La Comisión estimó que además del aludido Nº 7 del artículo 30, que regula los bienes familiares, debe regir in actum el Nº 6 del mismo artículo, que armoniza la nueva numeración de los párrafos del Código Civil.

‑Fue aprobado por unanimidad, con el cambio indicado, al recibir, la misma votación anterior.

Articulo 39


Faculta al Presidente de la República para fijar dentro del plazo de un año el texto refundido del Código Civil y de las leyes complementarias contenidas en su apéndice.


El H. Senador señor Fernández se declaró partidario de suprimir la facultad que se otorga para incorporar las derogaciones tácitas, por estimar que ello corresponde a la interpretación que debe hacer un órgano jurisdiccional.


Luego de debatir el tema, la Comisión optó por eliminar la frase que permite incorporar las modificaciones y derogaciones de que haya sido objeto el Código Civil y sus leyes complementarias "tanto expresa como tácitamente".


Por otra parte, se consideró más apropiado hacer referencia' sólo a las leyes complementarias, sin restringirlas a aquellas que estén contenidas en el, apéndice del Código Civil, toda vez que la que determina el contenido de los apéndices de los Códigos es la Editorial Jurídica de Chile. 


- Con las modificaciones antedichas, quedó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.

Artículo Transitorio


Establece que podrán acordar el régimen de participación en los gananciales, por una sola vez, los cónyuges actualmente sujetos al régimen de separación total de bienes.


La Comisión estimó innecesario incluir este artículo, por cuanto la circunstancia que él contempla ‑‑así como el cambio de régimen de los actuales cónyuges casados bajo sociedad conyugal por el de participación en los gananciales es una consecuencia de¡ nuevo texto propuesto para el artículo 1723 del Código Civil.

‑Fue rechazado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández y Pacheco.


En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

a) Sustituir en el inciso primero la palabra "cónyuges" por "esposos"

b) Reemplazar, en el inciso segundo la palabra "También" por "Los cónyuges

c) Eliminar el inciso cuarto.

Artículo 3º

Suprimir el inciso segundo.

Artículo 4º

Sustituirlo por el siguiente:

"Artículo 4º.‑ Los actos ejecutados en contravención al artículo precedente adolecerán de nulidad relativa.


El cuadrienio para Impetrar la nulidad se contará desde el día en que el cónyuge que la alega tuvo conocimiento del acto.


Pero en ningún caso podrá perseguirse la rescisión pasados diez años desde la celebración del acto o contrato."

Artículo 7º

Reemplazarlo por el siguiente:

"Artículo 7º.- “El patrimonio originario resultará de descontar del valor de los bienes que el cónyuge sea titular al iniciarse el régimen, el valor total de las obligaciones de que sea deudor en esa misma fecha. Si el valor de las obligaciones excede al valor de los bienes, el patrimonio originario se estimará carente de valor.


Se agregarán al patrimonio originario las adquisiciones a título gratuito efectuadas durante la vigencia del régimen, descontadas las cargas con que estuvieren gravadas.".

Artículo 8º

1) En el inciso primero, reemplazar la oración "Las especies adquiridas". por "Los bienes adquiridos y la frase "aunque se las haya adquirido" por “aunque lo hayan sido".

2) En el inciso segundo:

a) En el Nº 1, sustituir las palabras "Las especies" por "Los bienes” y la frase “las haya hecho suyas" por "los haya hecho suyos".

b) En el Nº 2, eliminar la coma (,) ubicada después de la palabra "ratificación".

Artículo 9º

Reemplazarlo por el siguiente:

"Artículo 9º.‑ Los frutos, incluso los que provengan de bienes originarios, no se incorporarán al patrimonio originario. Tampoco las minas denunciadas por uno de los cónyuges, ni las donaciones remuneratorias por servicios que hubieren dado acción contra la persona servida.".

Artículo 10

Suprimir la frase "por iguales partes”.

Artículo 12

Eliminar el vocablo "bienes" la segunda vez que se lo utiliza.

Artículo 13

a) Sustituir, en el inciso primero, la oración "el precio de los bienes al mo​mento de su incorporación” por la siguiente: "su precio al momento de in​corporación". 
f

b) Reemplazar, en el inciso segundo, la frase "La valorización de los bienes podrá ser hecha por los cónyuges o por terceros designados por ello”, por la que sigue: "La valoración podrá ser hecha por los cónyuges o por un tercero designado por ellos".

Artículo 14

Eliminar la coma (,) que viene después de la palabra descontar.

Artículo 16


a) En el inciso primero, suprimir el punto aparte (.) ubicado después de la palabra "plazo” y agregar las expresiones "por una sola vez y hasta por igual término.".


b) En el inciso segundo, sustituir la frase final por las siguientes:


"Con todo, éste podrá objetar el inventario, alegando que no es fidedigno.

En tal caso, podrá usar todos los medios de prueba para demostrar la compo​sición o el valor efectivo del patrimonio del otro cónyuge.".

Artículo 17

Reemplazar, en el inciso tercero las expresiones "o por terceros designados por ellos” por "o por un tercero designado por ellos.".

Artículo 19

Suprimirlo, cambiándose correlativamente la numeración de los artículos que siguen.

Artículo 20

Eliminarlo, modificándose según corresponda la numeración de los artículos siguientes.

Artículo 21

(Pasa a ser 19)

Consultar, como nuevo inciso primero, el siguiente, cambiando correlativamente la ubicación actual de los restantes incisos: "Si el patrimonio final de un cónyuge fuere inferior al originario, sólo él soportará la pérdida".

Artículo 22

(Pasa a ser 20)

a) En el inciso primero, suprimir la frase final "y, desde ese momento, es cedible y transmisible.", colocando un punto aparte (.) después de la palabra “bienes". 

b) Sustituir el inciso segundo por el siguiente: "Se prohíbe cualquier convención o contrato respecto de ese eventual crédito, así como su renuncia, antes del término del régimen de participación en los gananciales.".

Artículo 23

(Pasa a ser 21)

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 21.‑ El crédito de participación en los gananciales es puro y simple y deberá ser satisfecho en dinero.

Con todo, si lo anterior causare grave perjuicio al cónyuge deudor o a los hijos comunes, y ello se probare debidamente, el juez podrá conceder plazo de hasta un año para el pago del crédito, el que se expresará en unidades tributarlas mensuales. Ese plazo no se concederá si no se asegura, por el propio deudor o un tercero, que el cónyuge acreedor quedará de todos modos indemne.".

Artículo 24

(Pasa a ser 22)

Reemplazarlo por el siguiente: 

"Artículo 22.‑ Los cónyuges, o sus herederos, podrán convenir daciones en pago para solucionar el crédito de participación en los gananciales.


Renacerá el crédito, en los términos del inciso primero del artículo precedente, si la cosa dada en pago es evicta".

Artículo 29

(Pasa a ser 27)

Suprimir en el número l), la palabra "real".

Artículo 30

(Pasa a ser 28)

'En el N* 7:

a) Artículo 141 del Código Civil:

Sustituir los incisos segundo a quinto por los siguientes:

"La antedicha declaración será hecha por el juez en procedimiento breve y sumario, con conocimiento de causa y citación del cónyuge.


Con todo, la sola presentación de la demanda transformará provisoriamente en familiar el bien de que se trate. En su primera resolución el juez dispondrá que se anote al margen de la inscripción respectiva la precedente circunstancia. El Conservador practicará la, subinscripción con el sólo mérito del decreto que, de ofício, le notificará el tribunal.


Para los efectos previstos en este artículo, los cónyuges gozarán de privilegio de pobreza".

b) Artículo 146 del Código Civil:

En su inciso segundo:

‑Agregar, entre las palabras "se requerirá" y "la voluntad", la expresión ..asimismo".

‑Reemplazar el punto final por una coma.(,), agregando la frase "que tenga relación con el bien familiar."

c) Artículo 147 del Código Civil:

Reemplazar su inciso primero por el siguiente:

"Durante el matrimonio o disuelto éste, el juez podrá atribuir, prudencialmente, al cónyuge no propietario, derechos de usufructo~ uso o habitación sobre los bienes familiares. En la atribución de esos derechos, y en la fijación del plazo que les pone término, el juez tomará especialmente en cuenta el interés de los hijos, cuando los haya, y las fuerzas patrimoniales de los cónyuges. El tribunal podrá, en estos casos, fijar otras obligaciones o modalidades si así pareciere equitativo.".

d) Artículo 148 del Código Civil:

Sustituir las palabras "dichos bienes" por los bienes familiares".

En el N' 8:

Reemplazar la letra a) por la siguiente:

"a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

"En el caso del N" 8 del artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil, la mujer podrá pedir la separación de bienes transcurrido un año desde que se ‑produce la ausencia del marido. Lo mismo será si, sin mediar ausencia, existe separación de hecho de los cónyuges.

Artículo 31

(Pasa a ser 29)

En el N' 2:

a) Reemplazar en la primera oración la conjunción "y" por la expresión “o” .

b) Eliminar la frase "Igual información se proporcionará antes de proceder a la inscripción señalada en el artículo 41, número 31, de la ley NO 4.808, sobre Registro Civil.".

En el Nº 3:

Reemplazar, en el Nº 6 propuesto, la frase "a seguir al otro.", por "a vivir en el hogar común.".

Consultar un número 4, nuevo, del siguiente tenor:

"4) Derógase la causal décima del artículo 21.".

Artículo 36

(Pasa a ser 34)

Reemplazarlo por el siguiente:

"Artículo 34.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal.

1) Sustitúyese su artículo 375, por el siguiente:

"Artículo 375.‑ Cometen adulterio la mujer casada que yace con varón que no sea su marido y el que yace con ella sabiendo que es casada.

Asimismo, cometen adulterio el marido que yace con mujer que no sea su cónyuge y la que yace con él sabiendo que es casado. 1 El adulterio será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, aunque después se declare nulo el matrimonio”;

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 376, la palabra "marido" por "respectivo cónyuge";

3) Reemplázase en el artículo 379, las palabras "marido" por "cónyuge ofendido" y "con ella" por "a él", y

4) Derógasé el artículo 381.".

Artículo 38

(Pasa a ser 36)

Sustituir la frase "el número 7” por “los números 6 y 7".

Artículo 39

(Pasa a ser 37)

Suprimir, en su inciso primero, las frases "contenidas en su Apéndice" y «tanto expresa como tácitamente".

Articulo Transitorio

Suprimirlo.

En consecuencia, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

"Capítulo I

Régimen de participación en los gananciales

& 1. Reglas generales

Artículo 1º.‑ En las capitulaciones matrimoniales que celebren en conformidad con el párrafo primero del Título XXII del Libro Cuarto del Código Civil, los esposos podrán pactar el régimen de participación en los gananciales.


Los cónyuges podrán, con sujeción a lo dispuesto en el articulo 1723 de ese mismo Código, sustituir el régimen de sociedad conyugal o el de separación por el régimen de participación que esta ley contempla.


Del mismo modo, podrán sustituir el régimen de participación en los gananciales, por el de separación total de bienes.

Artículo 2º.‑ En el régimen de participación en los gananciales los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados y cada uno de los cónyuges administra, goza y dispone libremente de lo suyo. Al finalizar la vigencia del régimen de bienes, se compensa el valor de los gananciales obtenidos por los cónyuges y éstos tienen derecho a participar por mitades en el excedente.


Los principios anteriores rigen en la forma y con las limitaciones señaladas en los artículos siguientes y en el párrafo 1 del Título VI del Libro Primero del Código Civil.

& 2. De la administración del patrimonio de los cónyuges.

Artículo 3º.‑ Ninguno de los cónyuges podrá otorgar cauciones personales a obligaciones de terceros sin el consentimiento del otro cónyuge.

Artículo 4º.‑ Los actos ejecutados en contravención al artículo precedente adolecerán de nulidad relativa.


El cuadrienio para impetrar la nulidad se contará desde el día en que el cónyuge que la alega tuvo conocimiento del acto.


Pero en ningún caso podrá perseguirse la rescisión pasados diez años desde la celebración del acto o contrato.

Artículo 5º.‑ A la disolución del régimen de participación en los gananciales, los patrimonios de los cónyuges permanecerán separados, conservando éstos o sus causahabientes, plenas facultades de administración y disposición de sus bienes.


A la misma fecha se determinarán los gananciales obtenidos durante la vi​gencia del régimen de participación en los gananciales.

& 3, De la determinación y cálculo de los gananciales.

Artículo 6º.‑ Se entiende por gananciales la diferencia de valor neto entre el patrimonio originario y el patrimonio final de cada éónyuge.

Se, entiende por patrimonio originario de cada cónyuge el existente al momento de optar por el régimen que establece esta ley y por su patrimonio final, el que exista al término de dicho régimen.

Artículo 7º.‑ El patrimonio originario resultará de descontar del valor total de los bienes de que el cónyuge sea titular al iniciarse el régimen, el valor total de las obligaciones de que sea deudor en esa misma fecha. Si el valor de las obligaciones excede al valor de los bienes, el patrimonio originario se estimará carente de valor.


Se agregarán al patrimonio originario las adquisiciones a título gratuito efectuadas durante la vigencia del régimen, descontadas las cargas con que estuvieren gravadas.

Artículo 8º.‑ Los bienes adquiridos durante la vigencia del régimen de participación en los gananciales se agregarán al activo del patrimonio originario, aunque lo hayan sido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición sea anterior al inicio del régimen de bienes.


Por consiguiente, se agregarán al activo del patrimonio originario:

1) Los bien es que uno de los cónyuges poseía antes del régimen de bienes, aunque la prescripción o transacción con que los haya hecho suyos se complete o verifique durante la vigencia del régimen de bienes.

2) Los bienes que se poseían antes del régimen de bienes por un título vicioso, siempre que el vicio se haya purgado durante la vigencia del régimen de bienes por la ratificación o por otro medio legal.

3) Los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por la nulidad o resolución de un contrato, o por haberse, revocado una donación.

4) Los bienes litigiosos, cuya posesión pacífica ha adquirido cualquiera de los cónyuges durante la vigencia del régimen.

5) El derecho de usufructo que se consolida con la nuda propiedad que pertenece al mismo cónyuge.

6) Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por capitales de créditos constituidos antes de la vigencia del régimen. Lo mismo se aplicará a los in​tereses devengados antes y pagados después.

7) Los bienes adquiridos de resultas de contratos de promesa, en la proporción del precio pagado con anterioridad al inicio del régimen.

Artículo 9º.‑ Los frutos, incluso los que provengan de bienes originarios, no se incorporarán al patrimonio originario. Tampoco las minas denunciadas por uno de los cónyuges, ni las donaciones remuneratorias por servicios que hubieren dado acción contra la persona servida.

Artículo 10º.‑ Los cónyuges son comuneros, según las reglas generales, de los bienes adquiridos en conjunto, a título oneroso. Si la adquisición ha sido a título gratuito por ambos cónyuges, los derechos se agregarán a los respectivos patrimonios originarios.

Artículo 11.‑ La composición del patrimonio originario se probará mediante inventarlo simple, firmado por el otro esposo o cónyuge.


A falta de inventario, el patrimonio originario puede probarse mediante otros instrumentos, tales como registros, facturas o títulos de crédito.


Con todo, serán admitidos otros medios de prueba si se demuestra que, atendidas las circunstancias, el esposo o cónyuge no estuvo en situación de procurarse un instrumento.

Artículo 12.‑ Al término del régimen de participación en los gananciales, se presumen comunes los bienes muebles adquiridos durante él, salvo los de uso personal de los cónyuges. La prueba en contrario deberá fundarse en antecedentes escritos.

Artículo 13.‑ Los bienes que componen el activo originario se valoran según su estado al momento de la entrada en vigencia del régimen de bienes o de su adquisición. Por consiguiente, su precio al momento de incorporación en el patrimonio originario será prudencialmente actualizado a la fecha de la terminación del régimen.


La valoración podrá ser hecha por los cónyuges o por un tercero designado por ellos. En subsidio, por el juez.


Las reglas anteriores rigen también para la valoración del pasivo.

Artículo 14.‑ El patrimonio final resultará de descontar del valor total de los bienes de que el cónyuge sea dueño al momento de terminar el régimen, el valor total de las obligaciones que tenga en esa misma fecha.

Artículo 15.‑ Al patrimonio final de un cónyuge se agregarán imaginariamente las ‑disminuciones de su activo que sean consecuencia de los siguientes actos, ejecutados durante la vigencia del régimen de participación en los gananciales:

1) Donaciones irrevocables que no correspondan al cumplimiento proporcionado de deberes morales o de usos sociales, en consideración a la persona del donatario.

2) Cualquier especie de actos fraudulentos o de dilapidación en perjuicio del otro cónyuge.

3) Pago de precios de rentas vitalicias u otros gastos que persigan asegurar una renta futura al cónyuge que haya incurrido en ellos.


Las agregaciones referidas serán efectuadas considerando el estado que tenían las cosas al momento de su enajenación.


Lo dispuesto en este artículo no rige si el acto hubiese sido autorizado por el otro cónyuge.

Artículo 16.‑ Dentro de los tres meses siguientes al término del régimen de participación en los gananciales, cada cónyuge estará obligado a proporcionar al otro un inventario valorado de los bienes y obligaciones que comprenda su patrimonio final. El juez podrá ampliar este plazo por una sola vez y hasta por igual término.


El inventario simple, firmado por el cónyuge, hará prueba en favor del otro cónyuge para determinar su patrimonio final. Con todo, éste podrá objetar el inventario, alegando que no es fidedigno. En tal caso, podrá usar todos los medios de prueba ‑para demostrar la composición o el valor efectivo del patrimonio del otro cónyuge.


Cualquiera de los cónyuges podrá solicitar la facción de inventario en conformidad con las reglas del Código de Procedimiento Civil y requerir las medidas precautorias que procedan.

Artículo 17.‑ Los bienes que componen el activó final se valoran según su estado al momento de la terminación del régimen de bienes.


Los bienes a que se refiere el artículo 15 se apreciarán según el valor que hubieran tenido al término del régimen de bienes.


La valoración de los bienes podrá ser hecha por los cónyuges o por un tercero designado por ellos. En subsidio, por el juez.


Las reglas anteriores rigen también para la valoración del pasivo.

Artículo 18.‑ Si alguno de los cónyuges, a fin de disminuir los gananciales, oculta o distrae bienes o simula deudas, se sumará a su patrimonio final el doble del valor de aquéllos o de éstas.

Artículo 19.‑ Si el patrimonio final de un cónyuge fuere inferior al originario, sólo él soportará la pérdida.


Si sólo uno de los cónyuges ha obtenido gananciales, el otro participará de la mitad de su valor.


Si ambos cónyuges han obtenido gananciales, éstos se compensarán hasta la concurrencia de los de menos valor.


El cónyuge que haya obtenido menores gananciales tendrá derecho a que el otro cónyuge le pague, a título de participación, la mitad del exceso.


El crédito de participación en los gananciales será sin perjuicio de otros créditos y obligaciones entre los cónyuges.

4. Del crédito de participación en los gananciales.

Artículo 20.‑ El crédito de participación en los gananciales se originará al término del régimen de bienes.


Se prohíbe cualquier convención o contrato respecto de ese eventual crédi​to, así como su renuncia, antes del término del régimen de participación en los gananciales. 

Artículo 21.‑ El crédito de participación en los gananciales es puro y simple y deberá ser satisfecho en dinero.


Con todo, si lo anterior causare grave perjuicio al cónyuge deudor o a los hijos comunes, y ello se probare debidamente, el juez podrá conceder plazo de hasta un año para el pago del crédito, el que se expresará en, unidades tributarias mensuales. Ese plazo no se concederá si no se asegura, por el propio deudor o un tercero, que el cónyuge acreedor quedará de todos modos indemne.

Artículo 22.‑ Los cónyuges, o sus herederos, podrán convenir daciones en pago para solucionar el crédito de participación en los gananciales.

Renacerá el crédito, en los términos del inciso primero del artículo precedente, si la cosa dada en pago es evicta.

Artículo 23.‑ Para determinar los créditos de participación en los gananciales, las atribuciones de derechos sobre bienes familiares, efectuadas a uno de los cónyuges en conformidad con el artículo 141 del Código Civil, serán valoradas prudencialmente por el juez.

Artículo 24.‑ El cónyuge acreedor perseguirá el pago, primeramente, en el dinero del deudor; si éste, fuere insuficiente, lo hará en los muebles y, en subsidio, en los inmuebles.


A falta o insuficiencia de todos los bienes señalados, podrá perseguir su 

crédito en los bienes donados entre vivos, sin su consentimiento, o enajenados en fraude de sus derechos. Si persigue los bienes donados entre vivos, deberá proceder contra los donatarios en un orden inverso al de las fechas de las donaciones, esto es, principiando por las más recientes. Esta acción prescribirá en cuatro años contados desde la fecha del acto.

Artículo 25.‑ Los créditos contra un cónyuge, cuya causa sea anterior al término del régimen de bienes, preferirán al crédito de participación en los gananciales.

Artículo 26.‑ La acción para pedir la liquidación de los gananciales se tramitará breve y sumariamente, prescribirá en el plazo de cinco años contados desde la terminación del régimen y no se suspenderá entre los cónyuges. Con todo, se suspenderá a favor de sus herederos menores.

& 5. Del término del régimen de participación en los gananciales.

Artículo 27.‑ El régimen de participación en los gananciales termina:

1) Por la muerte de uno de los cónyuges.

2) Por la presunción de muerte de uno de los cónyuges, según lo prevenido en el Título II, “Del principio y fin de la existencia de las personas", del Libro Primero del Código Civil.

3) Por la declaración de nulidad del matrimonio.

4) Por la sentencia de divorcio perpetuo.

5) Por la sentencia que declare la separación de, bienes.

6) Por el pacto de separación de bienes.

Capítulo Il

Disposiciones varias

Artículo 28.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:

1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 84, por el siguiente:

"Artículo 84.‑ En virtud del decreto de posesión provisoria, terminará la sociedad conyugal o el régimen de participación, en los gananciales, según cual hubiera habido con el desaparecido; se procederá. a la apertura y publicación del testamento, si el desaparecido hubiera dejado alguno, y se dará la posesión provisoria a los herederos presuntivos.".

2) Sustitúyese el artículo 134, por el siguiente:

"Artículo 134.‑ El marido y la mujer deben proveer a las necesidades de la familia común.


El juez, si fuere necesario, reglará la contribución. Atenderá, en tal caso, a las facultades económicas de los cónyuges y al régimen de bienes que entre ellos medie.".

3) Intercálase en el inciso segundo del artículo 135 entre la palabra "conyugal" y la coma (,) que le sigue, la frase "o régimen de participación en los gananciales".

4) Cámbiase la numeración de los artículos 145, 148 y 149, pasando a ser

artículos 138, 139 y 140, respectivamente, debiendo figurar, entre paréntesis (), su numeración antigua.

5) Sustitúyese el artículo 149, que ha pasado a ser artículo 140, por el siguiente:

"Artículo 140 (149).‑ Las reglas de los artículos precedentes sufren excepciones o modificaciones por las causas siguientes:

1) La existencia de bienes familiares.

2) El ejercitar la mujer una profesión, industria, empleo u oficio.

3) La separación de bienes.

4) El divorcio perpetuo.

5) El régimen de participación en los gananciales.


De las cuatro primeras tratan los párrafos siguientes; de la última, una ley especial."

6) Modifícase la numeración de los párrafos 2, 3 y 4 del Título VI del Libro Primero, pasando a ser párrafos 3, 4 y 5, respectivamente.

7) Introdúcese, a continuación del Párrafo 1 del Título VI del Libro Primero, el siguiente párrafo nuevo:

"2. De los bienes familiares

Artículo 141.‑ El inmueble de propiedad de ambos cónyuges o de alguno de ellos, que sirva de residencia principal de la familia, y los muebles que guarnecen el hogar, podrán ser declarados bienes familiares y se regirán, entonces, por las normas de este párrafo, cualquiera que sea el régimen de bienes del matrimonio.


La antedicha declaración será hecha por el juez en procedimiento breve y sumario, con conocimiento de causa y citación del cónyuge.


Con todo, la sola presentación de la demanda transformará provisoriamente en familiar el bien de que se trate. En su primera resolución el juez dispondrá que se anote al margen de la inscripción respectiva la precedente circunstancia. El Conservador practicará la subinscripción con el solo mérito del decreto que, de oficio, le notificará el tribunal.


Para los efectos previstos en este artículo, los cónyuges gozarán de privilegio de pobreza.

Artículo 142.‑ No se podrán enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer gravar o enajenar, los bienes familiares, sino concurriendo la voluntad de ambos cónyuges. Lo mismo regirá para la celebración de contratos que concedan derechos personales de uso o de goce sobre algún bien familiar.


La voluntad del cónyuge no propietario que no intervenga directa y expresamente en el acto, podrá hacerse constar por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere está solemnidad. También podrá prestarse esa voluntad por medio de mandato especial que conste por escrito o por escritura pública, según sea el caso.

Artículo 143.‑ El cónyuge no propietario, cuya voluntad no se haya expresado en conformidad con lo previsto en el artículo anterior, podrá pedir la rescisión del acto.


Los adquirentes de derechos sobre un inmueble que es bien familiar, estarán de mala fe a los efectos de las obligaciones restitutorias que la declaración de nulidad origine.

Artículo 144.‑ En los casos del artículo 142, la voluntad del cónyuge no propietario de un bien familiar podrá ser suplida por el juez en caso de imposibilidad o negativa que no se funde en el interés de la familia. El juez procederá con conocimiento de causa, y con citación del cónyuge, en caso de negativa de éste.

Artículo 145.‑ Los cónyuges, de común acuerdo, podrán desafectar un bien familiar. Si la declaración se refiere a un inmueble, deberá constar en escritura pública anotada al margen de la inscripción respectiva.


El cónyuge propietario podrá pedir al juez la desafectación de un bien familiar, fundado en que no está actualmente destinado a los fines que indica el artículo 141, lo que deberá probar. La solicitud se tramitará breve y sumariamente.

Artículo 146.‑ Lo previsto en este párrafo se aplica a los derechos o acciones que los cónyuges tengan en sociedades propietarias de un inmueble que sea residencia principal de la familia.


Producida la afectación de derechos o acciones, se requerirá asimismo la voluntad de ambos cónyuges para realizar cualquier acto como socio o accionista de la sociedad respectiva, que tenga relación con el bien familiar.


La afectación de derechos se hará por declaración de cualquiera de los cónyuges contenida en escritura pública. En el caso de una sociedad de personas, deberá anotarse al margen de la inscripción social respectiva, si la hubiere. Tratándose de sociedades anónimas, se inscribirá en el registro de accionistas.

Artículo 147.‑ Durante el matrimonio o disuelto éste, el juez podrá atribuir, prudencialmente, al cónyuge no propietario, derechos de usufructo, uso o habitación sobre los bienes familiares. En la atribución de esos derechos y en la fijación del plazo que les pone término, el juez tomará especialmente en cuenta el interés de los hijos, cuando los haya, y las fuerzas patrimoniales de los cónyuges. El tribunal podrá, en estos casos, fijar otras obligaciones o modalidades si así pareciere equitativo.


La declaración judicial a que se refiere el inciso anterior servirá como título para todos los efectos legales.


La atribución de derechos sobre bienes familiares no perjudicará a los acreedores que el cónyuge propietario tenía a la fecha de su constitución, ni aprovechará a los acreedores que el cónyuge no propietario tuviere e cualquier momento.
Artículo 148.‑ Los cónyuges reconvenidos gozan del beneficio de excusión. En consecuencia, cualquiera de ellos podrá exigir que antes de proceder contra los bienes familiares se persiga el crédito en otros bienes del deudor.


Las disposiciones del Título XXXVI del Libro Cuarto sobre la fianza se aplicarán al ejercicio de la excusión a que se refiere este artículo, en cuanto corresponda.

Artículo 149.‑ Es nula cualquiera estipulación que contravenga las disposiciones de este párrafo.”.

8) En el artículo 155:

a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

"En el caso del Nº 8 del artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil, la mujer podrá pedir la separación de bienes transcurrido un año desde que se produce la ausencia del marido. Lo mismo será si, sin mediar ausencia, existe separación de hecho de los cónyuges."

b) Intercálase en su inciso cuarto, entre la palabra "descuidada" y la coma que la sigue, la siguiente frase: "o hay riesgo inminente de ello,".

9) Sustitúyese el artículo 158, por el siguiente:

"Artículo 158.‑ Lo que en los artículos anteriores de este párrafo se dice del marido o de la mujer, se aplica indistintamente a los cónyuges en el régimen de participación en los gananciales.


Una vez decretada la separación, se procederá a la división de los gananciales y al pago de recompensas o al cálculo del crédito de participación en los gananciales, según cual fuere el régimen al que se pone término.".

10) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 228, por el siguiente:

"Si existe separación de bienes o régimen de participación en los gananciales, ambos cónyuges deberán contribuir a dichos gastos en proporción a sus facultades.".

11) Modifícase el artículo 243, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el Nº 3º, por el siguiente:

"31 Las herencias o legados que hayan pasado al hijo por incapacidad o indignidad del padre, o por haber sido éste desheredado, en cuyo caso el usufructo corresponderá a la madre si está casada en régimen de participación en los gananciales o de separación total de bienes.".

b) Sistitúyese el inciso final, por e¡ siguiente:

"Cuando el donante o testador ha dispuesto que el padre no tenga el usufructo de los bienes del hijo, dicho.usufructo corresponderá a la madre si está casada en régimen de participación en los gananciales o de separación total de bienes.».

12) Derógase el número 1º del artículo 448.

13) Sustitúyese el artículo 450, por el siguiente:

"Artículo 450.‑ Ningún cónyuge podrá ser curador del otro declarado disipador.".

14) Sustitúyese el inciso final del artículo 503, por el siguiente:

"Con todo, esta inhabilidad no regirá en el caso del artículo 135, en el de separación convencional ni en el evento de haber entre los cónyuges régimen de participación en los gananciales, en todos los cuales podrá el juez, oyendo a los parientes, deferir la guarda al marido o a la mujer.".

15) Sustitúyese el número 5º del artículo 514, por el siguiente:


“5º. El padre o madre que tenga a su cargo el cuidado cotidiano del hogar;”.

16) Reemplázase en el artículo 1076 la palabra "mujer" por la palabra “persona";

17) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1176, por el siguiente:

"Se imputarán, por tanto, a la porción conyugal todos los bienes del cónyuge sobreviviente, inclusive su mitad de gananciales, si no la renunciare, o, si es el caso, su crédito de participación en los gananciales, y los que haya de percibir como heredero abintestato en la sucesión del difunto.".

18) Agrégase al artículo 1180, el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Si existiere régimen de participación en los gananciales entre los cónyuges, no se confundirá la calidad de acreedor de gananciales con la de sucesor a título de porción conyugal en el patrimonio del difunto.".

19) Agrégase al final del artículo 1715, antes del punto aparte (.), la siguiente frase: '"o régimen de participación en los gananciales".

20) Reemplázase en el inciso primero del artículo 1716, la frase "el caso de pacto de separación total de bienes” por la expresión “los casos".

21) Modifícase el artículo 1719 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

"Lo dicho se entiende sin perjuicio de los efectos legales de la participación en los gananciales, de la separación de bienes y del divorcio.".

b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“Tratándose del régimen de participación en los gananciales debe estarse a lo preceptuado en la ley respectiva.".

22) Sustitúyese el artículo 1723, por el siguiente:

"Artículo 1723.‑ Durante el Matrimonio los cónyuges mayores de edad podrán substituir el régimen de sociedad de bienes por el de participación en los gananciales o por el de separación total. También podrán substituir la separación total por el régimen de participación en los gananciales.


El pacto que los cónyuges celebren en conformidad a este artículo deberá otorgarse por escritura pública y no surtirá efectos entre las partes ni respecto de terceros, sino desde que esa escritura se subinscriba al margen de la respectiva inscripción matrimonial. Esta subinscripción sólo podrá practicarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la escritura. El pacto que en ella conste no perjudicará, en caso alguno, los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto del marido o de la mujer y, una vez celebrado, no podrá dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento de los cónyuges.


En la escritura pública de separación total o en la que se pacté participación en los gananciales, según sea el caso, podrán los cónyuges liquidar la sociedad conyugal o proceder a determinar el crédito de participación o celebrar otros pactos lícitos, o una y otra cosa; pero todo ello no producirá efecto alguno entre las partes ni respecto de terceros, sino desde la subinscripción a que se refiere el inciso anterior.


Tratándose de matrimonios celebrados en país extranjero y que no se hallen inscritos en Chile, será menester proceder previamente a su inscripción en el Registro de la Primera Sección de la comuna de Santiago, para lo cual se exhibirá al oficial civil que corresponda el certificado de matrimonio debidamente legalizado.


Los pactos a que se refieren este artículo y el inciso segundo del artículo 1715, no son susceptibles de condición, plazo o modo alguno.".

23) Sustitúyese el Nº 5º del artículo 1764, por el siguiente:

"5º Por el pacto de participación en los gananciales o de separación total de bienes, según la ley respectiva y el artículo l723.".

24) Sustitúyese el número 3º del artículo 2481, por el siguiente:

"3º.‑ Los de las mujeres casadas, por los bienes de su propiedad que administra el marido, sobre los bienes de éste o, en su caso, los que tuvieren los cónyuges por gananciales.".

25) Reemplázase en el inciso primero del artículo 2483, la frase inicial

"Las preferencias de los número 3º, 4º, 5º y 6º," por "La preferencia del número 3º, en el case de haber sociedad conyugal, y la de los números 4º, 5º y 6º.".
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26) Reemplázanse en el artículo 2485, las palabras "del marido" por "de alguno de los cónyuges".

Artículo 29.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil:

1) Sustitúyese el artículo 7º, por el siguiente:

"Artículo 7º.‑ No se podrá contraer matrimonio con el co‑reo en el delito de adulterio".

2) Agrégase en el artículo 10, el siguiente inciso primero, pasando el actual a ser inciso segundo:

"Artículo 10.- En el acto de la manifestación del matrimonio, el oficial del Registro Civil deberá entregar a los futuros contrayentes información verbal o escrita respecto de los distintos regímenes patrimoniales del matrimonio. Su infracción no producirá nulidad del matrimonio ni del régimen patrimonial, sin perjuicio de sancionar al oficial del Registro Civil de acuerdo con el Estatuto Administrativo.".

3) Sustitúyense las causales quinta y sexta del artículo 21, por las siguientes:

"5º Avaricia de cualquiera de los cónyuges, si llega hasta privar al otro de lo necesario para la vida, atendidas sus facultades;

6º Negarse cualquiera de los cónyuges, sin causa legal, a vivir en el hogar común.

4) Derógase la causal décima del artículo 21.

Artículo 30.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Registro Civil:

1) Modificase el artículo 38 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Podrán, asimismo, pactar separación de bienes o participación en los gananciales.”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“El Oficial del Registro Civil manifestará, también, a los contrayentes, que pueden celebrar los pactos a que se refiere el inciso anterior y que si no lo hacen o nada dicen al respecto, se entenderán casados en régimen de sociedad conyugal.".

2) Reemplázase el número 11 del artículo 39, por el siguiente:

“11. Testimonio de haberse pactado separación de bienes o participación en los gananciales, cuando la hubieren convenido los contrayentes en el acto del matrimonio.".

Artículo 31.‑ Derógase el inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 7.613, que establece disposiciones sobre la adopción.

Artículo 32.‑ Elimínase en el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 18.703, que dicta normas sobre adopción de menores, la oración “la incapacidad en razón de carecer de la libre disposición de sus bienes no regirá respecto de la mujer casada.".

Artículo 33.‑ Sustitúyese el inciso primero del artículo 19 de la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y pago de Pensiones Alimenticias, por el siguiente:

"Artículo 19.‑ Cualquiera de los cónyuges podrá solicitar la separación de bienes si el otro, obligado al pago de pensiones alimenticias en su favor o en el de sus hijos comunes, hubiere sido apremiado por dos veces en la forma señalada en el inciso primero del artículo 15.".

Artículo 34.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal

1) Sustitúyese su artículo 375, por el siguiente:

"Artículo 375.‑ Cometen adulterio la mujer casada que yace con varón que no sea su marido y el que yace con ella sabiendo que es casada.


Asimismo, cometen adulterio el marido que yace con mujer que no sea su cónyuge y la que yace con él sabiendo que es casado.


El adulterio será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, aunque después se declare nulo el matrimonio.";

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 376, la palabra "marido" por “respectivo cónyuge";

3) Reemplázase en el artículo 379, las palabras "marído" por "cónyuge ofendido" y "con ella" por "a él”, y

4) Derógase el artículo 381.

Artículo 35.‑ Deróganse todos los preceptos legales que sean contrarios o resulten inconciliables con las normas de la presente ley. 


Las disposiciones no derogadas deberán interpretarse en conformidad con los principios que rigen el régimen de participación en los gananciales, cuando éste existiere entre los cónyuges.

Artículo 36.‑ Esta ley entrará en vigencia, con excepción de lo dispuesto en los números 6 y 7 de su artículo 30, transcurridos 3 meses desde su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 37.‑ Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año, para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil y de las leyes complementarias, para lo cual podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto; incluir los preceptos legales que los hayan interpretado; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases, a titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida que sean indispensables para su coordinación y sistematización.


El ejercicio de estas facultades no podrá importar, en caso alguno, la alte​ración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.".


Acordado en sesiones celebradas los días 15 de junio, 6, 13 y 20 de julio, 3 de agosto y 7 y 15 de septiembre de 1993, con la asistencia de los HH. Senadores señores Hemán, Vodanovic, Schnake (Presidente) (señora Laura Soto González), Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla (Miguel Otero Lathrop) y Máximo Pacheco Gómez (Nicolás Díaz Sánchez y Sergio Páez Verdugo).

Sala de la Comisión a 5 de octubre de 1993.

(Fdo.): José Luís Affiende Leíva, Secretario.

